Petición de Protección a Derechos Humanos

contra el Estado de El Salvador

Organización de los Estados Americanos

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Secretaría Ejecutiva

Embajador Jorge Taiana

E.S.D.O
JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ, salvadoreño, empleado, de treinta y cuatro años de edad, con domicilio en Mejicanos, departamento de San Salvador, con Cédula de Identidad Personal número uno – tres – cero cero ochenta y siete mil doscientos sesenta y ocho (1 – 3 – 0087268), extendida por la Alcaldía Municipal de Mejicanos; y CARLOS RAFAEL URQUILLA BONILLA, costarricense y salvadoreño, egresado de Licenciatura en Ciencias Jurídicas, de veintitrés años de edad, con domicilio en Mejicanos, departamento de San Salvador, con Cédula de Identidad Personal número uno – uno – cero trescientos setenta y un mil setenta y cuatro (1 – 1 – 0371074), extendida por la Alcaldía Municipal de San Salvador, exponemos lo siguiente:

1. Que con fecha 25 de septiembre de 1999, el señor Richard Stern presentó a la ilustrada Comisión Interamericana de Derechos Humanos una petición en beneficio de las personas viviendo con el virus de inmunodeficiencia humana o con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida en El Salvador, refiriendo, en esa oportunidad la situación particular de JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ y de 36 personas más.

2. En esta ocasión, venimos a ratificar los términos de la petición realizada por Richard Stern, y a ampliar la misma con algunas argumentaciones que consideramos relevantes; además, nos motiva a realizar esta petición el hecho de que el primero de los peticionarios de este escrito es la víctima directa de las violaciones atribuidas al Estado de El Salvador, y el segundo como asesor jurídico de JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ, en las instancias nacionales, y ahora ante el sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos. Además, CARLOS RAFAEL URQUILLA BONILLA, es el apoderado legal de JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ.

3. En el curso de esta petición se emplearán las siguientes referencias:

Por:
Se empleará:




Comisión Interamericana de Derechos Humanos
“la Comisión Interamericana” o”la Comisión”

Corte Interamericana de Derechos Humanos
“la Corte Interamericana” o “la Corte”

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre
“la Declaración Americana” o “la Declaración”

Declaración Universal de los Derechos Humanos
“la Declaración  Universal”

Convención Americana sobre Derechos Humanos
“la Convención Americana” o “la Convención” o “el Pacto de San José de Costa Rica”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
“el Pacto Internacional”

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
“el Protocolo de San Salvador”

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
“el Pacto Internacional ECOSOC”

Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
“el Estatuto de la Comisión Interamericana” o “el Estatuto de la Comisión”

Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos
“el Reglamento de la Comisión Interamericana” o “el Reglamento de la Comisión”

Estatuto de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
“el Estatuto de la Corte Interamericana” o “el Estatuto de la Corte”

Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
“el Reglamento de la Corte Interamericana” o “el Reglamento de la Corte”

Estado de El Salvador
“el Estado” o “El Salvador”

Corte Suprema de Justicia del Estado de El Salvador
“la Corte Suprema”

Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia del Estado de El Salvador
“la Sala de lo Constitucional” o “la Sala”

Instituto Salvadoreño del Seguro Social
“el Instituto” o “el ISSS”

Virus de Inmunodeficiencia Humana
“VIH”

Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida
“SIDA”

Persona (s) Viviendo con el Virus de Inmunodeficiencia Humana o con el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida
“persona (s) viviendo con VIH/SIDA”

Tratamiento Antirretroviral Triasociado
“triple terapia” o “triterapia”

Los hechos del caso.

4. JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ es una persona viviendo con VIH/SIDA, que desarrolló la enfermedad del SIDA. Fue notificado del desarrollo de la enfermedad una vez que estuvo ingresado en el ISSS, por altas fiebres y diarreas, a finales de 1997. La situación clínica desahuciaba, y se encontraba en la etapa terminal del desarrollo de la enfermedad. Mediante colaboración privada de una persona residente en el exterior adquirió los medicamentos que integran la triple terapia, los cuales le fueron administrados y controlados por un médico en ejercicio privado de su profesión. El beneficio en su condición clínica fue evidente.

5. Motivado por el alivio observado luego de la utilización de la triple terapia, JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ realizó esfuerzos con otras personas viviendo con VIH/SIDA así como con familiares de éstos, formando así la “Asociación Atlacatl VIH/SIDA El Salvador 1º de Diciembre” que se abrevia “AIDES”.

6. Con fecha nueve de julio de 1998 (09-jul-98), JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ presentó una nota, basándose en el derecho de petición que establece el artículo 18 de la Constitución de El Salvador, en la que solicitó, a la Dirección del ISSS la adquisición y administración de los tratamientos que integran la triple terapia.

7. La petición mencionada fue contestada el diez de agosto de ese año (10-ago-98) por el Doctor Carlos Cornejo Fortis, Subjefe de la División de Salud del ISSS, con instrucciones de la Dirección General, indicando lo siguiente:

“…[l]amento comunicarle que no podemos atender su solicitud de proporcionar medicamentos para los pacientes VIH-SIDA.”

8. A partir de ese momento, la AIDES emprendió un proceso de incidencia sobre el ISSS con la finalidad de que adquiriera los medicamentos que integran la triple terapia, ayudándose con otras organizaciones similares.

9. El día veintiocho de abril de 1999 (28-abr-99), JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ presentó a la Sala de lo Constitucional una demanda de amparo, en la que demandaba a la Dirección del ISSS por violación al derecho a la vida, al derecho a la salud, y por transgredir el principio de no-discriminación arbitraria (principio de igualdad) que se encuentra contemplado en los artículos 2 (derecho a la vida), 65 (derecho a la salud) y 3 (principio de igualdad) de la Constitución de El Salvador; 4.1 (derecho a la vida) y 24 (igualdad ante la ley) de la Convención Americana; 6.1  (derecho a la vida) y 3 (igualdad en el goce de derechos) del Pacto Internacional; 10 (derecho a la salud) del Protocolo de San Salvador; y 12 (derecho a la salud) del Pacto Internacional ECOSOC.

10. La demanda de amparo fue presentada haciendo una acotación sobre aspectos relacionados con la Legitimación Procesal Activa, mediante el cual se trataba de establecer que la demanda de amparo no se presentaba para el beneficio único y exclusivo de JORGE ODIR MIRANDA CORTEZ, antes bien, la demanda era presentada con ocasión de estar ante una situación de intereses difusos, no del clásico ejemplo de medio ambiente o de consumidores, sino que de una situación en la que existe una cantidad indeterminada de víctimas que no hacen uso de su derecho de petición (por falta de recursos, asistencias, etc.) ante el Órgano Judicial para solicitar la tutela judicial efectiva. Simplemente la población de personas viviendo con VIH/SIDA hoy puede ser una, y mañana puede ser otra, debido a las personas que se infectan y a las que mueren. No es una población estática y determinada, es absolutamente dinámica y consecuentemente de difícil determinación en el tiempo.

11. Para fundar lo anterior se utilizó doctrina y jurisprudencia.

12. Sobre el uso de la doctrina, un artículo del ex – Juez de la Corte Interamericana y ahora Magistrado de la Sala IV de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, Dr. Rodolfo Piza Escalante, en el que se lee lo siguiente:

“…[c]onviene considerar por separado otras dos [fuentes de legitimación], ambas derivadas de intereses ‘colectivos’, mejor dicho, de intereses tan individuales como los demás —al cabo, sólo el ser humano individual es y puede ser sujeto de derecho—, pero que corresponden igual e indistintamente a la pluralidad de los miembros de una colectividad más o menos determinada y se ostentan y ejercen unitariamente por ésta o individualmente por aquellos; intereses comunes que, por lo demás, no son sino manifestaciones colectivas de las mismas situaciones subjetivas ya estudiadas —derechos subjetivos, intereses legítimos o simples intereses, según los casos—, pero que en su actuación adquieren características y efectos propios: los llamados intereses ‘corporativos’ y ‘difusos’, respectivamente.

Los ‘intereses corporativos’, como su nombre apunta, son aquellos que convienen, en común y en general, a los miembros de una determinada colectividad más o menos homogénea, en cuanto se gestionan unificada y globalmente por una entidad representativa de esa colectividad; lo que implica, por fuerza, que debe tratarse de una entidad ‘corporativa’, valga decir, de una sociedad de personas —‘de base asociativa’, no meramente ‘fundacional’—, capaz de gestionar los intereses gremiales, profesionales o comunes en general de sus asociados, investida, además, de ‘personalidad jurídica’ sin la cual carecería de la indispensable capacidad para gestionar judicialmente. (…)

Finalmente, los ‘intereses difusos’ constituyen la otra cara de la misma moneda de los colectivos, esta vez en cuanto son, precisamente, iguales y los mismos para todos y cada uno de los miembros de una determinada colectividad o categoría de personas, y en tanto que gestionados, no por la corporación como un todo, sino, individualmente, por cada uno de los propios miembros, afectados por los actos impugnados en la esfera de su situación individual y colectiva a la vez.

A pesar de que para actuarla bastaría con la legitimación individual y directa de cada uno, en ejercicio de sus derechos subjetivos, intereses legítimos o simples intereses, en realidad la legitimación menos rígida derivada de estos intereses ‘difusos’, fundada en situaciones subjetivas pero compartidas, ha surgido especialmente en ciertos ámbitos de la vida social en que se hace más aparente una ‘difusión’ de los intereses tutelados —como en los de los consumidores o de la conservación y mejoramiento del ambiente—, de donde ha debido generalizarse a todos aquellos con características similares, simplemente por la convicción de que en el estado democrático de derecho es necesario facilitar el ejercicio de las garantías jurisdiccionales a quienes se echan encima el esfuerzo y las molestias implicados en enfrentarse a las autoridades públicas, corriendo ellos solos con los riesgos de un proceso que, sin embargo, de tener éxito va a favorecer igualmente a los demás miembros de la colectividad o categoría en cuestión.”

13. En relación con la jurisprudencia sobre el tema de los intereses difuso, se fundó la petición en una resolución de admisibilidad de un amparo emitida por la Sala de lo Constitucional, pronunciada a las ocho horas con cuarenta minutos del día veintiséis de marzo de 1997, en la que se estableció lo siguiente:

“[A]l respecto ha sido jurisprudencia reiterada de esta Sala que para plantear la pretensión de amparo se exige como requisito sine qua non, la autoatribución de un agravio, el cual se constituye por la concurrencia de dos elementos, el material y el jurídico, entendiéndose por el primero cualquier daño, lesión, afectación o perjuicio que el gobernado sufra en forma personal y directa en su esfera jurídica; y el segundo —elemento jurídico— exige que el daño sea causado o producido en ocasión o mediante la violación de los derechos consagrados en la normativa Constitucional.

No obstante esa reiterada jurisprudencia, esta Sala considera que el derecho, como rector de la vida social, debe adaptarse a la propia evolución de la sociedad y a los consecuentes cambios; así, al apreciar el relieve de la protección jurisdiccional de los intereses difusos —atinentes especialmente a la calidad de vida— advierte la necesidad de efectuar algunas modificaciones en el ámbito de su jurisprudencia, concretamente en el tratamiento de la dinámica del proceso, el contenido de algunas resoluciones pronunciadas en el mismo y especialmente la legitimación procesal, a fin de ampliar el ámbito subjetivo de los efectos de las sentencias pronunciadas por este Tribunal ante una pretensión de esa naturaleza.

Y es que de no efectuarse el referido cambio, se estaría en cierta medida vulnerando el derecho al acceso a la justicia; y sobre todo, dificultaría el control jurisdiccional de la constitucionalidad de ciertos actos.

Así en el supuesto de protección de los intereses difusos, adquieren legitimación procesal para plantear la pretensión de amparo cualquier persona que se considere se le vulnera un derecho de naturaleza difusa, sin necesidad que intervengan en el proceso los demás titulares de tal derecho.” (los resaltados en cursiva son del original)
14. Hasta el momento, no existe una resolución del amparo solicitado que se refiera de modo definitivo a la pretensión aducida en la demanda de amparo, por lo que el ISSS continúa sin adquirir y administrar los medicamentos que integran la triple terapia.

La infección por VIH, el desarrollo de la enfermedad del SIDA, y la efectividad de los medicamentos que integran la triple terapia.

15.  La infección por VIH es, hasta cierto punto, novedosa. Su descubrimiento apenas alcanza los primeros años de la década de 1980.

16. El VIH es un retrovirus que al ingresar al organismo busca introducirse en las células que integran el sistema inmunológico. Dentro de éstas, el VIH prefiere a las células blancas o linfocitos denominados CD4.

17. Este tipo de células es necesario para el mantenimiento de las condiciones inmunológicas aceptables, de tal suerte que la afectación a éstas produce, inexorablemente, la afectación al funcionamiento del sistema inmunológico.

18. Suele considerarse como normal un promedio de 1000 células CD4 por milímetro cúbico de sangre.

19. La infección por VIH presenta, como uno de sus efectos más importantes, la reducción del número de células CD4 en el organismo, con las consecuente inmunodepresión, o debilitamiento sistemático del sistema inmunológico. La infección por VIH degenera al sistema inmunológico, reduciendo los niveles de células CD4 a puntos tales que el organismo pierde, literalmente, cualquier posibilidad de inmunidad ante enfermedades, infecciones, virus y bacterias.

20. A partir de este momento, la persona viviendo con VIH/SIDA se vuelve proclive y recurrente de enfermedades o infecciones oportunistas, llamadas así por aprovecharse despiadadamente de la condición inmunológica de la persona.

21. Se considera que cuando el número de células CD4 por milímetro cúbico de sangre ha alcanzado los 200 o cantidad inferior, la persona infectada ha desarrollado el SIDA. En conclusión, el SIDA es la enfermedad que se desarrolla luego de la infección por el VIH, consistente en una situación de destrucción del sistema inmunológico que vuelve a la persona infectada extremadamente vulnerable a cualquier tipo de padecimiento. Sin ningún tipo de defensa.

22. El VIH es un retrovirus, lo cual significa que su información genética está guardada o almacenada en el ácido ribonucleico. Este tipo de virus, para poder reproducirse, requiere de una célula completa, a cuyo núcleo transmite su información genética —contenida en el ácido ribonucleico— logrando así introducirse en la información genética de la célula receptora. Luego de un proceso químico, en el que intervienen varias enzimas, el VIH logra producir cadenas de proteínas que dan origen a nuevos elementos o unidades de VIH. Esto es lo que se conoce con el nombre de auto reproducción del VIH o duplicación o replicación del virus.

23. El proceso de auto reproducción del VIH es realizado por diferentes enzimas. De éstas destacan, por su importancia capital en el éxito del proceso, las nominadas como: transcriptasa inversa y proteasa.

24. La transcriptasa inversa es una enzima que el VIH utiliza para poder introducir su propia información genética al núcleo de la célula receptora o invadida por él. De esta manera si se logra inhibir el efecto de la transcriptasa inversa el material genético del VIH no lograría introducirse dentro del núcleo de la célula receptora o invadida, y consecuentemente no podría continuar el proceso de auto reproducción. Al impedirse el inicio del proceso aludido se limita o anula la capacidad de expansión del VIH por el organismo, con lo cual se retiene la inmunodepresión, evitándose el desarrollo de la enfermedad del SIDA.

25. Si el material genético logra ser introducido en el núcleo de la célula receptora o invadida, comenzará un proceso de transformación, hasta que se generen largas cadenas de proteínas. Estas cadenas contendrían la información necesaria para vitalizar las copias del VIH, pero para que tal cosa pueda ocurrir, esas cadenas deben ser ajustadas a cadenas más cortas, para que se pueda completar satisfactoriamente el proceso de auto reproducción del VIH. La enzima que produce el efecto de acortamiento de las cadenas de proteínas es la proteasa.

26. Si el efecto de esta enzima se contiene o inhibe, el acortamiento de las cadenas de proteínas que el VIH necesita para culminar su proceso de auto reproducción no ocurriría, y en consecuencia, el proceso de auto reproducción no culminaría o lo haría de tal modo insatisfactorio que produciría réplicas de VIH esencialmente inútiles para reproducirse e infectar a nuevas células CD4.

27. La contención de la infección por VIH se lograría, por tanto, mediante la inhibición de la enzima transcriptasa inversa, y de la enzima proteasa. De ahí que los fármacos que producen tales efectos reciban, genéricamente, el nombre de inhibidores de transcriptasa inversa e inhibidores de proteasa. Respecto de los inhibidores de transcriptasa inversa, éstos pueden ser nucleósidos o no nucleósidos, según sean los enlaces moleculares de las partículas que los integran, lo cual, resulta innecesario para los fines de esta petición.

28. El proceso de infección de una célula por el VIH
, así como los efectos que generan en dicho proceso los inhibidores de la transcriptasa inversa y de la proteasa pueden ser graficados e ilustrados del modo siguiente:
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Figura 1. Los medicamentos nucleosídicos y no nucleosídicos interfieren en la acción de una enzima del VIH llamada transcriptasa inversa, casi inmediatamente después de que el VIH penetra en una célula (1). La transcriptasa inversa le es necesaria al VIH para transformar su material genético de tal forma que pueda penetrar en el núcleo de la célula (2), donde pasa a formar parte del material genético de ésta y ordena a la célula que produzca cadenas largas de proteínas. La enzima del VIH llamada proteasa tiene funciones de “tijeras” químicas que cortan estas cadenas largas, convirtiéndolas en cadenas cortas (3). Las cadenas cortas de proteína son necesarias para formar nuevas copias activas del VIH. Los inhibidores de proteasa obstruyen la acción de las “tijeras” (4) e impiden que la proteasa corte las cadenas largas de proteínas. Como resultado, las nuevas copias del VIH estarán vacías (5) y no podrán infectar a otras células. (Ilustraciones originales realizadas por Neil O. Hardy) 

29. La gráfica que antecede muestra cuál es el efecto de los inhibidores de la transcriptasa inversa (1) y de la proteasa (3) y (4). La combinación de medicamentos que involucren inhibidores de transcriptasa y de proteasa se ha conocido como terapia antirretroviral asociada. En términos generales se le denomina triple terapia a la combinación de dos inhibidores de transcriptasa con un inhibidor de proteasa. Y así, habría biterapia cuando se combinan dos medicamentos antirretrovirales; y monoterapia, cuando el tratamiento se realiza sólo con un medicamento.

30. En la actualidad, está demostrado que el tratamiento antirretroviral asociado en triple terapia es el tratamiento más eficaz en la lucha contra el SIDA. Pero hay que aclarar que tal eficacia no se debe a que la triple terapia sea una vacuna o tratamiento anti-SIDA, sino porque al reducir los niveles de la carga viral en el organismo de la persona viviendo con VIH/SIDA, y posibilitar el incremento de las células CD4, las condiciones inmunológicas se mejoran, fortaleciéndose el sistema de salud del individuo; asimismo, el efecto de la recuperación que genera el tratamiento antirretroviral incide positivamente en el autoestima del paciente; finalmente, la persona viviendo con VIH/SIDA puede integrarse nuevamente a su vida laboral, social y familiar en condiciones menos indignas que aquellas que ocurren cuando la persona conoce su estado clínico de infección por VIH o seropositividad.

31. En este punto del articulado de la petición se vuelve necesario recurrir a algunos aspectos planteados por Richard Stern en su petición del 25 de septiembre de 1999, cuando indicó:

“… [III)] [A]IDS in the Latin Culture: Some background information Social and cultural factors in El Salvador, and the rest of Central America, have caused the primary impact of the disease here to be the psychological and social destruction of the individual which proceeds and makes inevitable the final physical destruction, and those in positions of responsibility at the governmental and international level of policy making continue to act as if they are unaware of this. The oppression faced by people with AIDS in poor countries, at least those in many Central American cultures, is an oppression very much caused by the tradition of not questioning what those in authority decide to do, starting with one’s parents and continuing throughout the life cycle with priests, teachers, employers, doctors, etc. For one reason or another, confrontation is impolite, heretical, and rude. You accept your status in life and you don’t question it. So during a crisis, when a person discovers that they have a much stigmatized disease, is hardly the time when they are going to suddenly step forth and proclaim their rights. Very few are even able to take the psychological steps necessary to attend a support group or organizational meeting. The culture that created groups that have been successful in advocating for what they need in developed nations simply doesn’t exist here. The disease strikes such crippling blows to the self-esteem and emotional stability of most of its victims that they are almost psychologically unable to advocate for themselves. The oppression of non-confrontation and the emotional destruction of the AIDS affected individual is subtly intertwined with the impact of the machista culture in these societies where the roles of men and women are carefully structured and controlled from birth. Machismo implies that women should be a certain way and fulfill certain rigid expectations and men must do likewise. Women are passive, domestic, and sexually accomodating (sic), while men are dominant, aggressive, heterosexual, and often promiscuous. AIDS, as a disease that in every way is connected with these emotionally loaded gender issues (homosexuality, promiscuity, and prostitution), takes on a whole new symbolism within the culture. AIDS has happened to you because you are flawed in our culture, and now you must be a "good victim," in order to receive what mercy we will bestow upon you. AIDS gives you a whole new status and identity in the society and this status must not be questioned, or you will lose what little status and identity that you still may have. IV) Lack of particiption (sic) by more victims: One of the main critical points of this petition is the inability to get more of the victims to sign the petition or to send letters supporting their own version of the discrimination they have faced. (…) This is a class of victims that is so discriminated against that most of them are afraid to even sign any document. They are in a very helpless, and dependent position and are fearful of any or all of the following consequences: a) their (sic) families who care for them are worried about being ostracized in the neighborhood, the community the school etc. AIDS is a kind of "leprosy" in working class Central American communities and families do all in their power to keep the knowledge of the disease from others. Thus the AIDS victim may be cared for by his/her family but there is an unspoken agreement that they will maintain the secret as much as possible. Those very few individuals who have been able to come forth publicly are People with AIDS whose familes (sic) are very unusually supportive and tolerant and there are very few of these. In this sense, the AIDS victim is similar to the political dissident who must finally go into hiding for fear of consequences if he/she if found, although in this case the victim has been a more passive participant in the process of becoming a threat to the State, by denouncing the violations which occur against him/her. b) if (sic) they are fortunate enough to have jobs, People with AIDS are terrified of losing them because their jobs provide them with a least a portion of the income that they need to pay their medical expenses. Most Central American employers are unwilling to have a person with AIDS, and there are numerous cases of people with AIDS being dismissed from their jobs when their medical situation is discovered. c) the [sic] victims of AIDS are afraid that their Doctors and nurses will find out if they have signed any petition or come out publicly that their medical care might be affected. It is difficult to know to what extent this is true, but there is no doubt that the fear of being discriminated against by caretakers is a real one. d) Anywhere from 25-70 percent of Victims of AIDS in central (sic) America are gay or bisexual men. The official statistics list 60 percent in Costa Rica, and 25 percent in El Salvador. Official statistics may not be trusted because many people are unwilling to reveal their sexual preference to health care authorities. In any case, this minority is doubly discriminated, because the repression and abuse of homosexuals in El Salvador is well documented. When a gay person must also confront the reality of another highly stigmatized condition, that of AIDS, this places the person under a overwhelming psychological burden. Once again they are at the mercy of their families who frequently discover their homosexuality as a result of their illness with AIDS. These people simply become paralyzed with fear.”
32. Todo lo que Stern plantea sobre la situación de discriminación, rechazo, temor al despido laboral, etc. como consecuencia del conocimiento de la calidad de seropositivo o de la infección por VIH es una realidad que afrontan las personas viviendo con VIH/SIDA, que afecta duramente las condiciones sicológicas de éstas personas y sus familias, así como sus posibilidades de desarrollo social.

33. En un estudio realizado en Costa Rica, a propósito de la evaluación de la aplicación de la triple terapia a personas viviendo con VIH/SIDA, luego que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de ese país ordenara la compra de los medicamentos y su administración a las personas viviendo con VIH/SIDA, se logró establecer lo siguiente:

“[L]os medicamentos antirretrovirales para VIH/SIDA, triple terapia asociada (un inhibidor de proteasa y dos análogos nucleósidos, inhibidores de transcriptasa inversa) han mostrado ser eficaces en la inhibición de la replicación del virus y también en inducir una reducción del progreso de la enfermedad y del índice de mortalidad de los pacientes, durante el período de observación de este estudio. Esto confirma el aumento del conteo de células CD4 y la disminución de la carga viral, (…)

El objetivo principal de la terapia antirretroviral es lograr que la reducción del valor a un nivel indetectable de la carga viral, después de varias semanas de recibir ese tratamiento produciéndose disminución a su vez en el número de internamientos y consultas médicas debido a que hay descenso de infecciones oportunistas y síntomas relacionados con el SIDA. Aún así la comunidad científica no ha dado ese hecho como confirmatorio de un beneficio clínico del cien por ciento de recuperación de la enfermedad pues todavía existe la probabilidad de mutación del virus y por lo tanto desarrollo de resistencia a esos fármacos.

El cumplimiento del tratamiento o adherencia a éste es uno de los aspectos más importantes que cada paciente debe asumir, pues es indispensable no abandonarlo para disminuir la posibilidad de resistencia del virus. (…) La terapia de combinación triple presenta efectos secundarios adversos, siendo uno de los principales la intolerancia gastrointestinal lo que produce deterioro de la calidad de vida sobre todo en las primeras 2 semanas de tratamiento, otros efectos reportados por los pacientes son nauseas, vómito, astenia, adinamia, cefalea y litiasis renal.

(…) En estudios a escala mundial se demuestra que el costo tratamiento de triple terapia para SIDA por año preservado es de menor cuantía con respecto al de otros como diálisis por insuficiencia renal o cardiopatías con cirugía de coronarias.

(…)

Se determina con respecto a la calidad de vida: que los pacientes la dividen en tres etapas:

1. Antes de conocerse infectados de SIDA.

2. Desde el diagnóstico de su enfermedad hasta el inicio del tratamiento.

3. Inicio del tratamiento hasta este momento.

La parte cualitativa de la investigación determinó que la tercera etapa, es superior a la segunda, sin embargo no alcanza el nivel de calidad de vida de la primera. Unicamente (sic) se destaca en la tercera etapa un factor de mayor escala en el aspecto espiritual de las personas.

El número de compañeros sexuales, la drogadicción y el alcoholismo son elementos negativos que disminuyen en los pacientes VIH positivos. Los nexos familiares se fortalecen durante la tercera etapa de la clasificación de este estudio, en la mayoría de ellos la familia y amigos son un soporte fundamental para el cumplimiento del tratamiento y recuperación de su enfermedad.

El estilo de vida en cuanto a higiene, nutrición, ejercicio físico y salud mental mejora en los pacientes que reciben el tratamiento antirretroviral. Estos cambios en las personas afectadas tienen por finalidad el mantenimiento de niveles óptimos de salud, de modo que la infección encuentre un organismo poco vulnerable. Esto conlleva normalmente un gran esfuerzo para la persona, pues cambiar de hábitos no es una tarea fácil y menos cuando la eliminación de algunos de ellos implica la disminución de gratificaciones o de bienestar a corto plazo; mientras que la implantación de otros nuevos pueden resultar costosos, a corto plazo y los beneficios del esfuerzo solo se verán en un plazo más largo.

Tras el período de aceptación de la enfermedad, viene una etapa de ajuste de la vida cotidiana y visión de futuro, que en casos concretos se percibe como azaroso e incierto, con estadíos (sic) severos de depresión y ansiedad que conducen a la persona ha hacerse planteamientos vitales de cara al futuro como por ejemplo: la madre que quiere ver crecer a sus hijos, o la de edad fértil que sabe que no debe quedar embarazada. Otras categorías de estudio afectadas que se pueden mencionar son:

· La sexualidad que pierde su papel de importancia que tenía en la primera etapa de análisis y llega a ser poco atractiva y satisfactoria para la mayoría de los pacientes en estudio.

· En la parte laboral, según refieren los pacientes es notable la reincorporación al mercado de trabajo al recibir el tratamiento antirretroviral, pues en la etapa anterior a esta, presentaban problemas de ausentismo, incapacidades por enfermedad y llegaron a pensionarse antes de la edad establecida.

(…) un aspecto primordial y que debe de ser motivo de estudio y análisis es la intervención del personal de salud en la relación con las personas VIH/SIDA, lo que nos conduce a concluir que no se justifica la baja calidad en la atención recibida en algunas ocasiones para con los pacientes que padecen esta enfermedad.

En la mayoría de los casos en los primeros años de la epidemia, tener SIDA era poner en evidencia, indirectamente, que se pertenecía a algún ‘grupo o comportamiento de riesgo’. La enfermedad hacía brotar una identidad que podría haber permanecido oculta para los vecinos, los compañeros de trabajo, la familia y los amigos, también ha servido para la persecución y el aislamiento de los enfermos.

Sin embargo, hoy en día las mismas fobias y miedos de contagio han resucitado entre quienes se definen como la población heterosexual. Hay una diferencia marcada en la calidad de vida en los diferentes grupos de pacientes de este estudio, siendo los más afectados el de homosexuales de menos recursos económicos con respecto a los heterosexuales o a los mismo homosexuales pero con más recursos.”
34. Lo que se observa con todo lo articulado hasta el momento puede resumirse en los siguientes puntos: 

1.) En la actualidad de El Salvador, la infección por VIH que genera la enfermedad del SIDA es una situación serológica que coloca a la persona viviendo con VIH/SIDA en una situación de vulnerabilidad inmunológica, social y sicológica, volviéndolo proclive a la victimización por causa de la discriminación en todos los ámbitos de su vida. 

2.) En la actualidad mundial —y por inducción en El Salvador— no existe una cura contra el SIDA que permita prevenir la infección por VIH (como sí ocurre con el sarampión, la poliomielitis, etc.) o que permita finalizar la enfermedad del SIDA cuando ésta se ha desarrollado (como sí ocurre con la tuberculosis); sin embargo existen medicamentes comprobados a escala mundial que inciden positivamente en la calidad de vida de los pacientes; tales medicamentos lo conforman las terapias antirretrovirales y en especial la triple terapia. Para el caso, tales medicamentos han demostrado reducir los niveles de carga viral (la presencia del virus) y aumentar los niveles de linfocitos CD4 (fortaleciéndose el sistema inmunológico) de la persona que sufre la infección por VIH o que ha desarrollado el SIDA; las mejoras inmunológicas y fisiológicas de las personas viviendo con VIH/SIDA que son tratadas con las terapias antirretrovirales (triple terapia) favorecen en la mejora de la situación de vulnerabilidad social y psicológica en la que se encuentran, posibilitando su reincorporación en relaciones laborales, sociales, familiares,  así como el incremento de la autoestima y conservación personal.

3.) Estos medicamentos si bien no son una panacea, sí representan parte de los adelantos científicos aprobados y comercializados para mejorar la calidad de vida de las personas viviendo con VIH/SIDA. La falta de administración oportuna y adecuada, y bajo los controles médicos respectivos, condiciona a las personas viviendo con VIH/SIDA indefectiblemente a la muerte. 

Violaciones a los Derechos Humanos realizadas por el Estado de El Salvador respecto del tratamiento de las personas viviendo con VIH/SIDA.


a. Aspectos previos
35. El Salvador es un Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos. Dentro de ese esquema de pertenencia y participación en dicha Organización es suscriptor y ha ratificado varios instrumentos internacionales que pretenden la protección de los Derechos Humanos.

36. Dentro de tales instrumentos destacan: la Convención Americana sobre Derechos Humanos (conocida como “Pacto de San José de Costa Rica”), cuyo instrumento de ratificación fue depositado el 23 de junio de 1978; el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (conocido como “Protocolo de San Salvador”), cuyo instrumento de ratificación fue depositado el 6 de junio de 1995. Todos estos pactos están vigentes para El Salvador y para el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

37. Además, su actuación se encuentra también circunscrita dentro de los límites precisos que informan la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre.

38. Dentro del sistema interamericano, el Estado de El Salvador ha reconocido y aceptado la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derecho Humanos, mediante declaración que se depositó el 6 de junio de 1995. Desde esa fecha, la Ilustrada Corte Interamericana es competente para conocer de las violaciones a la Convención que se aleguen en contra del Estado de El Salvador.

b. Violación al derecho a la vida (artículo I de la Declaración Americana; artículo 4.1 de la Convención Americana)

39. El artículo I de la Declaración Americana reza:

“[T]odo ser humano tiene derecho a la vida, (…)”
40. El artículo 4.1 de la Convención, por su parte, dispone:

“[T]oda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.”
41. Aunque parezca de simple argumentación, se hace necesario determinar que el derecho a la vida, como Derecho Humano, implica, en principio, el derecho a no-morir por una acción u omisión atribuida responsablemente al Estado o a particulares que actúan con su tolerancia o aquiescencia.

42. En efecto, aunque la redacción de los artículos citados de la Declaración y de la Convención no refiere expresamente que la violación al mismo pueda ocurrir por acción u omisión, esto se desprende del contenido del artículo 1.1 del Pacto de San José, en los términos en que lo ha interpretado la ilustrada Corte Interamericana. Así, la jurisprudencia emanada por ese Tribunal ha perfilado la siguiente interpretación:

“[El] artículo 1.1 es fundamental para determinar si una violación de los derechos humanos reconocida por la Convención puede ser atribuida a un Estado Parte. En efecto, dicho artículo pone a cargo de los Estados Partes los deberes fundamentales de respeto y garantía, de tal modo que todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos por la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la misma Convención.” (El destacado no corresponde al original)
43. No es aceptable, como se puede extraer de la jurisprudencia citada, que se considere que los derechos establecidos y reconocidos por la Convención Americana son derechos cuya violación requiere de una acción positiva del Estado, en la medida en que son derechos que imponen al Estado el deber de abstención. Esta doctrina —clásica y desfasada— ha sido refutada y rechazada jurisprudencialmente desde los primeros casos contenciosos que resolvió la Corte Interamericana, por lo que es aceptable afirmar que, en el sistema interamericano, los derechos que establece y reconoce el Pacto de San José imponen a los Estados, en cuanto al deber de respeto, tanto obligaciones de hacer (obligaciones de prestación) como obligaciones de no hacer (obligaciones de abstención). No otra cosa puede extraerse, además de la jurisprudencia citada, de una interpretación pro homine del artículo 1.1. de la Convención.

44. Por lo dicho, es admisible considerar que el derecho a la vida puede ser violentado por omisiones atribuidas al Estado, cuando el Estado, por su falta de intervención oportuna y directa, produce el resultado. Esto supone que el Estado tenga un deber de actuación, deber que, aunque no es expreso, subsiste de conformidad con el contenido del artículo 1.1 en todas las situaciones en las que el Estado haya podido prevenir el resultado de la muerte, de tal modo y manera que, si el Estado no previene adecuadamente una violación a un derecho protegido por la Convención, su omisión le convertirá en responsable de la violación que se trate, en la medida en que no haya realizado todo lo que estaba “a su alcance” para impedir que tal violación aconteciera.

45. En la jurisprudencia de la Corte Interamericana puede leerse lo siguiente:

“[Lo] decisivo es dilucidar si una determinada violación a los derechos humanos reconocidos por la Convención ha tenido lugar con el apoyo o la tolerancia del poder público o si éste ha actuado de manera que la transgresión se haya cumplido en defecto de toda prevención o impunemente.

(…)

El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos,

(…)

El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos … No es posible hacer una enumeración detallada de esas medidas, que varían según el derecho de que se trate y según las condiciones propias de cada Estado Parte. Es claro, a su vez, que la obligación de prevenir es de medio o comportamiento y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de que un derecho haya sido violado.” (Los resaltados no corresponden al original)

46. La Corte Interamericana establece que la prevención de las violaciones de Derechos Humanos requiere la adopción de medidas de cualquier naturaleza, las cuales no pueden detallarse en abstracto, sino que dependerán de cada caso concreto, y que, en todo caso, la obligación de prevenir es una obligación de comportamiento, no de resultado.

47. Las obligaciones de medio o comportamiento, según ha destacado la doctrina, si bien no se incumplen con el simple acontecimiento o eventualidad del resultado no deseado, tampoco se cumplen o satisfacen con la realización de cualquier actuación aparentemente orientada a evitar el resultado no deseado. Requieren, para que su cumplimiento se dé, que el comportamiento del obligado sea como el de un buen padre de familia, o más bien, que su comportamiento haya sido el óptimo, el mejor que se pudo tener en las condiciones concretas.

48. Como se indica normalmente en la doctrina:

“[Una] obligación de medios es la pura prestación de una actividad o hacer. El deudor cumple con llevar a cabo la actividad, desplegar todos los medios para alcanzar un fin poniendo, para ello, la diligencia o pericia que corresponda o que se haya pactado…” (las cursivas pertenecen al orginal; el subrayado es agregado)
49. Dentro del derecho a la vida, en los términos que establecen la Declaración y la Convención Americana, están incorporadas muchas obligaciones que el Estado debe cumplir en relación con las personas sujetas a su jurisdicción. Probablemente la violación que se ha hecho más común en el ámbito interamericano sea la que suponen actos de brutalidad o barbarie del Estado, como las desapariciones forzadas o las ejecuciones extrajudiciales. Sin embargo, no sólo esas son las posibilidades jurídicas en las que un Estado incumple el deber de proteger y prevenir las violaciones al derecho a la vida. Las personas gozan, en el Estado moderno, de la asistencia del Estado, y en especial, las personas que carecen de recursos económicos, situación causada al menos indirectamente por el Estado en la conducción de su política económica y/o monetaria que impide una justa distribución de la riqueza nacional.

50. Esas asistencias estatales, por denominarlas de alguna manera, se requieren en diversas circunstancias, como por ejemplo, en aspectos relativos con la salud. Hay tratamientos médicos que los particulares no pueden obtener por su propia cuenta, a menos que contaran con excesivas o grandes riquezas; en estos casos, la obligación es cargada al Estado, por efecto de la solidaridad social, y a él corresponderá proveer de los servicios de salud a las personas que están incapacitadas o inhibidas económicamente para sufragarlos por cuenta propia o por medio de un servicio privado.

51. Es posible que en algunas de estas situaciones de salud, el tratamiento sea el único efectivo para mejorar la calidad de vida de las personas que sufren del padecimiento de que se trate, y es en esas condiciones en las que, con mayor razón, la carga u obligación de atención se traslada al Estado. La intervención estatal, al menos subsidiariamente, es una obligación jurídica que le está atribuida de conformidad con el deber de protección y prevención de violaciones a Derechos Humanos. En esas situaciones, si el Estado no interviene activa y diligentemente, su omisión generará el resultado adverso (muerte) que la Declaración y Convención Americana han querido evitar al reconocer a toda persona el derecho a la vida.

52. Sin duda que esto introduce a la discusión de si dentro del derecho a la vida se encuentra contenido el derecho a la calidad de vida. No sería aceptable, desde ningún punto de vista jurídico, atinente al Derecho de los Derechos Humanos, que se considerara que son dos derechos diferentes y que por no estar expresamente reconocido en el Pacto de San José el derecho a la calidad de vida, éste no puede ser tutelado por las instancias del sistema interamericano, y en especial por la Comisión y la Corte. Una tesis de esa naturaleza no podría menos que convertir a la Convención Americana en papel mojado con buenas intenciones.

53. La fuerza expansiva que impone el principio pro homine no puede menos que llevar a la conclusión de que en atención a los atributos de la persona humana, el derecho a la vida contiene, en sí mismo, una exigencia de efectividad como es que la calidad de vida de las personas sea tal que permita el desarrollo de la personalidad. Una calidad de vida deplorable, que anule el desarrollo de la personalidad, contradice cualquier apelación a los atributos de la persona humana; y siendo estos atributos fuente de los Derechos Humanos, la contradicción a los mismos implica inexorablemente una contradicción con la interdependencia de los Derechos Humanos, entre los que se encuentra el derecho a la vida.

54. La afirmación que antecede contiene varias premisas que se consideran entendidas y aceptadas, como señalar que “[los] atributos de la persona humana [son] fuente de los Derechos Humanos” o que “[existe] interdependencia de los Derechos Humanos”.

55. La primera de tales afirmaciones subyace desde el sustrato filosófico de la Convención Americana, cuando a tenor de su preámbulo se indica:

“[los] derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, …”
56. La segunda, de la concepción moderna que sobre los Derechos Humanos se tiene, y que quedó plasmada con claridad suficiente en la Declaración de Viena de 1993, en la que se señala
:

“[5.] Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso.”
57. Lo expuesto anteriormente permite comprender que el derecho a la vida tiene un contenido mucho más amplio que el de simplemente no-morir como consecuencia de una acción u omisión atribuible, según las normas del Derecho Internacional, a un Estado. El derecho a la vida, en ese contenido mucho más amplio, presupone inter alia que la vida se desarrolle en condiciones de calidad tales, que permitan el desarrollo de la personalidad.

58. Dentro del contexto de lo expresado se concluye que el derecho a la vida implica, necesariamente, una consideración causal a dos ámbitos: primero, no morir; segundo, vivir con una calidad adecuada a la dignidad humana. Y es en esos dos ámbitos como se analizará la violación al derecho a la vida que consideramos existe cuando el Estado de El Salvador se niega a comprar los medicamentos que integran la triple terapia, y los demás medicamentos que impiden la muerte y mejoran la calidad de vida de las personas viviendo con VIH/SIDA.

59. Si el progreso científico ha demostrado fehacientemente que los tratamientos antirretrovirales, integrados en triple terapia, que es una cóctel de inhibidores de la transcriptasa y de inhibidores de la proteasa del VIH, permiten disminuir la replicación del virus, reducir la carga o presencia viral en el organismo, frenar la inmunodepresión, fortalecer el sistema inmunológico, y como resultado de todo ello, evitar la inminente muerte de las personas viviendo con VIH/SIDA generada por la vulnerabilidad que se produce como consecuencia de la inmunodepresión, entonces, si el Estado de El Salvador no adopta todas las medidas que sean oportunas, idóneas y conducentes a la adquisición y administración de los medicamentos que integran la triple terapia, en la forma y medida que requieran los pacientes dentro de los protocolos médicos normalmente aceptados, entonces, el Estado de El Salvador estaría dejando de cumplir su obligación de medio o comportamiento para prevenir razonablemente la muerte de las personas viviendo con VIH/SIDA. Dicho de otra manera, las muertes producidas como consecuencia de la inmunodepresión que genera la infección por VIH y el desarrollo del SIDA, son atribuibles al Estado, por no adquirir o no hacer los esfuerzos y acciones necesarias para adquirir los medicamentos cuya efectividad está demostrada. Ese comportamiento negligente y descuidado que realiza el Estado de El Salvador, y que toma la forma de una omisión (no hacer algo), no es tributario con la obligación de prevención que tiene asignada a partir de la Convención Americana, obligación que es de medio o comportamiento.

60. El derecho a la vida, visto desde el punto de vista del Estado, se convierte en una obligación de prevenir razonablemente la muerte de todas las personas sujetas a su jurisdicción. ¿Cómo se integra normativamente el deber concreto del Estado de adquirir medicamentos antirretrovirales dentro del contexto del deber de prevención que le asigna la Convención Americana?

61. La respuesta a lo anterior se encuentra dentro de la misma Convención y se puede realizar a partir de 3 enfoques normativos. 

62. Primero, cuando el artículo 1.1 del Pacto de San José establece el deber de garantía, y éste se compone inter alia del deber de prevención razonable, y este deber abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos humanos, medidas que deben analizarse en cada caso en concreto, entonces, es normativamente lógico suponer que, ante una situación de una enfermedad terminal para la que ya existen tratamientos que prolongan la vida y en condiciones de calidad adecuadas a la dignidad de la persona humana, la obligación de prevención se concretiza en la adquisición de tales medicamentos.

63. Segundo, porque el artículo 2 de la Convención Americana señala el deber de adoptar disposiciones de derecho interno para cumplir con el deber de garantía que se impone en el artículo 1.1 (y por lo tanto, esto es aplicable al deber de prevención razonable), y dentro del obligación de adoptar disposiciones de derecho interno se indican expresamente las obligaciones de adoptar medidas legislativas o de otro carácter para hacer efectivos los derechos que contempla la Convención. Contiene este artículo un deber abstracto de adoptar las medidas de cualquier naturaleza que sean para garantizar (consecuentemente prevenir) los derechos que reconoce el Pacto de San José. Si dentro de tales derechos se encuentra el derecho a la vida, el Estado debe, ante una situación de enfermedades terminales para las que hay medicamentos que prolongan la vida en condiciones de calidad adecuada a la dignidad de la persona humana, adquirirlos o hacer todos los esfuerzos necesarios para ello.

64. Tercero, porque el artículo 29 de la Convención Americana, al indicar las normas de interpretación, señala: 

“[Ninguna] disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:

…

d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.”
Con lo cual se especifica que cualquier interpretación de los derechos que establece la Convención debe integrarse normativamente con la Declaración Americana, ya que ésta es un instrumento que produce obligaciones jurídicas para los Estados Americanos,
 y lo dicho debe extenderse a otro tipo de declaraciones, ora del sistema interamericano, ora del sistema universal, pues las mismas son de idéntica naturaleza.

65. Dentro de las declaraciones que pueden utilizarse para lograr la interpretación adecuada del derecho a la vida y encontrar que dentro de él se encuentra, en el caso concreto de enfermedades terminales para las que haya medicamentos que prolongan la vida y mejoran la calidad de vida, la obligación de adoptar medidas para adquirir los adelantos científicos, está la Declaración sobre la Utilización del Progreso Científico y Tecnológico en Interés de la Paz y en Beneficio de la Humanidad, que fue proclamada por la Asamblea General de Naciones Unidas en la resolución 3384 (XXX), del 10 de noviembre de 1975. Esta declaración señala:

“[Todos] los Estados adoptarán medidas con objeto de garantizar que los logros de la ciencia y la tecnología sirvan para satisfacer las necesidades materiales y espirituales de todos los sectores de la población.

…

[Todos] los Estados adoptarán medidas tendientes a extender a todos los estratos de la población los beneficios de la ciencia y la tecnología …

…

[Todos] los Estados adoptarán las medidas necesarias, incluso de orden legislativo a fin de asegurarse de que la utilización de los logros de la ciencias y la tecnología contribuya a la realización más plena posible de los derechos humanos y las libertades fundamentales sin discriminación alguna por motivos de raza, sexo, idioma o creencias religiosas.

…

[Todos] los Estados adoptarán medidas, en caso necesario, a fin de asegurar el cumplimiento de las leyes que garantizan los derechos y las libertades humanas en condiciones del progreso científico y tecnológico.”
66. En el mismo sentido que la anterior se encuentra la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993, la cual, si bien no ha sido promulgada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, sí lo fue por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, y posteriormente fue aprobada y hecha suya por la Asamblea General de las Naciones Unidas.
 Esta declaración indica:

“[Todos] tienen derecho a disfrutar del progreso científico y de sus aplicaciones.”
67. Como se deduce de lo expuesto, y en atención a lo que dispone el artículo 29 de la Convención Americana, relativo a que la interpretación de la Convención no puede limitar el efecto que realicen la Declaración Americana así como otros actos de la misma naturaleza, y existiendo estos actos y señalando los mismos la existencia de obligaciones estatales de aprovechar al máximo el progreso científico, generándose un auténtico derecho a gozar de los adelantos científicos y tecnológicos, debe concluirse que la interpretación adecuada del derecho a la vida que se establece en los documentos básicos del sistema interamericano, no se puede extraer del derecho de todas las personas a gozar de los adelantos científicos. Es así como el derecho a la vida implicaría, por tanto, que el Estado en cumplimiento de su obligación de prevención—que es una obligación de medio— realice todo lo debe realizar, de manera óptima, para actualizar las condiciones científicas y tecnológicas en la atención de problemas de salud, que de otra forma conducirían a la muerte.

68. De conformidad con lo anterior, un Estado está en la obligación de actualizar los tratamientos que ofrece en la atención de salud, cuando los adelantos científicos han comprobado que existen nuevos medicamentos o terapias que evitan la muerte de una persona como consecuencia de sus padecimientos de salud y que mejoran su calidad de vida. De no realizar las acciones pertinentes orientadas a la adquisición de tales adelantos, pudiendo haberlo hecho, el Estado se convierte en incumplidor de la obligación de prevención, que es parte integrante de la obligación de garantía que se desprende del artículo 1.1 del Pacto de San José, y como el artículo 1.1 se analiza siempre en atención con un derecho concreto, y siendo el resultado de la omisión del Estado la muerte de las personas viviendo con VIH/SIDA se debe concluir que el incumplimiento aludido del artículo 1.1 de la Convención se realiza a partir de la violación al derecho a la vida, que se establece en el artículo I de la Declaración y en el artículo 4.1 de la Convención.

69. Por la misma razón apuntada se deberá considerar violentado el artículo I de la Declaración y el 4.1 de la Convención cuando no se hacen los esfuerzos orientados hacia la adquisición de los nuevos medicamentos o tratamientos, pues el derecho a la vida contemplado en los artículos referidos supone el derecho a gozar de una adecuada calidad de vida, que sea conforme y coherente con la dignidad de la persona humana. Si los tratamientos fortalecen el sistema inmunológico, reducen la ocurrencia de enfermedades e infecciones oportunistas, y en general mejoran la calidad de vida, su adquisición y administración a las personas viviendo con VIH/SIDA sería una materialización del derecho a la vida en la medida en que se mejora la calidad de vida de estas personas.

70. Lo anterior lleva a solicitar que se declare que el Estado de El Salvador ha incumplido con el contenido del artículo I de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y del artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

c. Violación al derecho a la integridad personal (artículo I de la Declaración Americana; artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana)

71. El artículo I de la Declaración Americana reza:

“[T]odo ser humano tiene derecho a … la integridad de su persona.”
72. Los párrafos 1 y 2 del artículo 5 de la Convención Americana establecen:

“[T]oda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.

[N]adie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles inhumanos o degradantes.”
73. El derecho a la integridad de la persona supone que los tratos que reciba una persona, ya sea por parte del Estado o por particulares que actúen con la aquiescencia de éste, no pueden configurar un cuadro de tortura, o ser crueles, inhumanos o degradantes.

74. Por esa razón, la búsqueda de una calidad de vida adecuada a la dignidad de la persona humana es un fin que se construye sobre la base del cumplimiento del respeto a la integridad de las personas y que, por tanto, no puede lograrse si éstas son expuestas a torturas, o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

75. Nuevamente se hace necesario indicar que, contrario a lo que las doctrinas clásicas establecen, los derechos enunciados en la Convención Americana requieren no sólo obligaciones de abstención o negativas, sino que también impone obligaciones positivas a cargo de los Estados. Generalmente se considera que hay violación del derecho a la integridad personal cuando agentes del Estado golpean a los detenidos o los exponen a tratos lesivos de la condición y dignidad de la persona humana. Sin embargo, el Estado con sus omisiones, puede también colocar o permitir que se coloque a una persona o grupo de personas en condiciones crueles, inhumanas o degradantes.

76. Un reciente ensayo sobre la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales analiza este punto y manifiesta:

“[Aun] aquellos derechos que parecen ajustarse más fácilmente a la caracterización de ‘obligación negativa’, es decir, los que requieren una limitación en la actividad del Estado a fin de no interferir la libertad de los particulares … conllevan una intensa actividad estatal destinada a que otros particulares no interfieran esa libertad … Evidentemente, el cumplimiento de estas funciones reclama obligaciones positivas, caracterizadas por la erogación de recursos, y no la mera abstención del Estado.”
77. El derecho a la integridad personal, a partir de lo anterior, exige que tenga un tratamiento integral, que posibilite la deducción de responsabilidad de los Estados no solo por acciones que estén orientadas a la afectación de la integridad personal, sino también por las omisiones en virtud de las cuales no se logra evitar que acontezca o disminuir una afectación de la integridad personal. En todo caso, es aplicable aquí lo dicho anteriormente a partir del párrafo 42 de este escrito de petición.

78. En ese sentido, la situación de inmunodepresión que se produce como consecuencia de la infección por VIH, hasta alcanzar el desarrollo del SIDA, coloca a las personas viviendo con VIH/SIDA en una situación de vulnerabilidad que los expone a la muerte. En la actualidad existen mecanismos, medicamentos y tratamientos que, administrados oportunamente y bajo la supervisión médica correspondiente, mejoran la calidad de vida de estas personas, a partir de la superación de la inmunodepresión, la disminución de la replicación del VIH, el fortalecimiento del sistema inmunológico, la reducción de la carga viral. Como consecuencia de todo lo anterior se reduce sustancialmente la presencia de enfermedades o infecciones oportunistas, se mejora la situación de salud de estas personas, esto redunda en el fortalecimiento de su condición anímica, sicológica y de auto estima personal; asimismo, permite la reincorporación a las labores y a otras relaciones sociales, lo cual enriquece el desarrollo de la personalidad. (Véase lo expuesto y transcrito en el párrafo 33 de este escrito de petición).

79. Esa situación clínica, de orden fisiológico, sicológico y social, es evidentemente una situación cruel, inhumana o degradante. La falta de administración de los medicamentos ya existentes para superar esa situación anulatoria de la personalidad, por parte del Estado, constituye una trato (causado por omisión) cruel, inhumano o degradante. La pasividad estatal en tanto omisión es la causante de que las personas viviendo con VIH/SIDA sufran esa situación cruel, inhumana o degradante, que anula la personalidad y dignidad humana, en la medida en que ya existen tratamientos y medicamentos que evitan que esa situación se dé o se mantenga. Y la omisión vuelve responsable al Estado, de conformidad con lo establecido por el artículo 1.1 de la Convención Americana y la interpretación realizada por la Corte Interamericana. (Véase el contenido de los párrafos 42 et seq. de este escrito de petición)

80. En otros sistemas de protección de Derechos Humanos se ha realizado tal consideración. Y teniendo en cuenta que los Derechos Humanos son universales, resulta lógico suponer y establecer que un precedente jurisprudencial emanado por un Tribunal de Derechos Humanos sea, en principio, fuente útil de interpretación e inspiración de las normas de Derechos Humanos que contiene la Convención Americana. En efecto, si un Tribunal de Derechos Humanos considera que determinada situación cae dentro de la referencia genérica de trato cruel, inhumano o degradante, no existe una razón por la cual se excluya, en principio, dicha interpretación cuando ocurra la situación analizada frente a normas convencionales de Derechos Humanos que, incluso sirvieron de fuente para la creación del sistema interamericano.

81. Es lo que ocurre con la Corte Europea de Derechos Humanos, la cual ya ha indicado, al menos implícitamente, que exponer a una persona viviendo con VIH/SIDA a la falta de medicamentos antirretrovirales adecuados, constituye un trato cruel, inhumano o degradante.

82. Se trata del precedente establecido mediante la sentencia del 2 de  mayo de 1997, al resolver el caso “D. v. the United Kingdom”. “D” fue la manera en la que se identificó a una persona viviendo con VIH/SIDA para resguardar su identidad. Los hechos del caso acontecen de la siguiente manera: D es una persona originaria de St. Kitts, que en 1989 se traslada a Estados Unidos para encontrarse con algunos de sus familiares; estando en ese país es arrestado por la infracción de posesión de cocaína, y se le condenó a prisión por 3 años, la cual no culminó por beneficiarse debido a su buen comportamiento. El 21 de enero de 1993, D viajó al Reino Unido, ingresando por el aeropuerto Gatwick, en Londres, donde se le encontró con posesión de una cantidad considerable de cocaína, razón por la cual fue juzgado y sentenciado a prisión por 6 años. En agosto de 1994, mientras cumplía con su condena, D fue atacado por neumonía, y se diagnosticó su seropositividad con el VIH, y le fue administrado el tratamiento que se le diagnosticó médicamente. El 20 de enero de 1996 se ordenó su regreso a St Kitts. Mediante nota del 23 de enero de 1996, D solicitó a las autoridades correspondientes que por razones basadas en la compasión se le permitiera mantenerse en el Reino Unido. Dicha solicitud le fue rechazada el 25 de enero de 1996, mediante una resolución fundada en las Políticas del Departamento de Inmigración y Nacionalidad del Reino Unido, en virtud de las cuales no se podía permitir que una persona que sufre de SIDA se mantenga en el Reino Unido cuando, como ocurre en ese país, los tratamientos son cargados al gasto público bajo la responsabilidad del Servicio Nacional de Salud.
 Luego de hacer uso de varios recursos internos para evitar su deportación a St. Kitts, país que no administra los medicamentos antirretrovirales, y buscar que se le permitiera mantenerse en el Reino Unido, donde sí se le administraban dichos tratamientos, el caso llegó a la Corte Europea de Derechos Humanos.

83. La Corte Europea de Derechos Humanos, en la sentencia considera que si se ejecuta la orden de deportación a St. Kitts, el señor D estaría expuesto a un trato cruel, inhumano o degradante, debido a que en St. Kitts no existen las condiciones médicas y hospitalarias que le garanticen el tratamiento que requiere y que coadyuven al mantenimiento de su calidad de vida, de tal suerte que exponer a D a esa situación de ausencia de medicamentos y tratamiento adecuado sería una violación al artículo 3 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, que establece la prohibición de ser expuesto a tratos crueles, inhumanos o degradantes, artículo que coincide en su finalidad de protección con el artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

84. Textualmente, la Corte Europea de Derechos Humanos resolvió:

“[46. The] Court recalls at the outset that Contracting States have the right, as a matter of well-established international law and subject to their treaty obligations including the Convention, to control the entry, residence and expulsion of aliens.  It also notes the gravity of the offence which was committed by the applicant and is acutely aware of the problems confronting Contracting States in their efforts to combat the harm caused to their societies through the supply of drugs from abroad.  The administration of severe sanctions to persons involved in drug trafficking, including expulsion of alien drug couriers like the applicant, is a justified response to this scourge.

47.   However, in exercising their right to expel such aliens Contracting States must have regard to Article 3 of the Convention (art. 3), which enshrines one of the fundamental values of democratic societies.  It is precisely for this reason that the Court has repeatedly stressed in its line of authorities involving extradition, expulsion or deportation of individuals to third countries that Article 3 (art. 3) prohibits in absolute terms torture or inhuman or degrading treatment or punishment and that its guarantees apply irrespective of the reprehensible nature of the conduct of the person in question (see, most recently, the Ahmed v. Austria judgment of 17 December 1996, Reports of Judgments and Decisions 1996-VI, p. 2206, para. 38; and the Chahal v. the United Kingdom judgment of 15 November 1996, Reports 1996-V, p. 1853, paras. 73-74).

48.   The Court observes that the above principle is applicable to the applicant's removal under the Immigration Act 1971.  Regardless of whether or not he ever entered the United Kingdom in the technical sense (see paragraph 25 above) it is to be noted that he has been physically present there and thus within the jurisdiction of the respondent State within the meaning of Article 1 of the Convention (art. 1) since 21 January 1993.  It is for the respondent State therefore to secure to the applicant the rights guaranteed under Article 3 (art. 3) irrespective of the gravity of the offence which he committed.

49.   It is true that this principle has so far been applied by the Court in contexts in which the risk to the individual of being subjected to any of the proscribed forms of treatment emanates from intentionally inflicted acts of the public authorities in the receiving country or from those of non-State bodies in that country when the authorities there are unable to afford him appropriate protection (see, for example, the Ahmed judgment, loc. cit., p. 2207, para. 44). 

Aside from these situations and given the fundamental importance of Article 3 (art. 3) in the Convention system, the Court must reserve to itself sufficient flexibility to address the application of that Article (art. 3) in other contexts which might arise.  It is not therefore prevented from scrutinising an applicant's claim under Article 3 (art. 3) where the source of the risk of proscribed treatment in the receiving country stems from factors which cannot engage either directly or indirectly the responsibility of the public authorities of that country, or which, taken alone, do not in themselves infringe the standards of that Article (art. 3).  To limit the application of Article 3 (art. 3) in this manner would be to undermine the absolute character of its protection.  In any such contexts, however, the Court must subject all the circumstances surrounding the case to a rigorous scrutiny, especially the applicant's personal situation in the expelling State.

50.   Against this background the Court will determine whether there is a real risk that the applicant's removal would be contrary to the standards of Article 3 (art. 3) in view of his present medical condition.  In so doing the Court will assess the risk in the light of the material before it at the time of its consideration of the case, including the most recent information on his state of health (see the Ahmed judgment, loc. cit., p. 2207, para. 43).

51.   The Court notes that the applicant is in the advanced stages of a terminal and incurable illness.  At the date of the hearing, it was observed that there had been a marked decline in his condition and he had to be transferred to a hospital.  His condition was giving rise to concern (see paragraph 21 above).  The limited quality of life he now enjoys results from the availability of sophisticated treatment and medication in the United Kingdom and the care and kindness administered by a charitable organisation.  He has been counselled on how to approach death and has formed bonds with his carers (see paragraph 19 above).

52.   The abrupt withdrawal of these facilities will entail the most dramatic consequences for him.  It is not disputed that his removal will hasten his death.  There is a serious danger that the conditions of adversity which await him in St Kitts will further reduce his already limited life expectancy and subject him to acute mental and physical suffering.  Any medical treatment which he might hope to receive there could not contend with the infections which he may possibly contract on account of his lack of shelter and of a proper diet as well as exposure to the health and sanitation problems which beset the population of St Kitts.

…

53.   In view of these exceptional circumstances and bearing in mind the critical stage now reached in the applicant's fatal illness, the implementation of the decision to remove him to St Kitts would amount to inhuman treatment by the respondent State in violation of Article 3 (art. 3).

The Court also notes in this respect that the respondent State has assumed responsibility for treating the applicant's condition since August 1994.  He has become reliant on the medical and palliative care which he is at present receiving and is no doubt psychologically prepared for death in an environment which is both familiar and compassionate.  Although it cannot be said that the conditions which would confront him in the receiving country are themselves a breach of the standards of Article 3 (art. 3), his removal would expose him to a real risk of dying under most distressing circumstances and would thus amount to inhuman treatment.”
85. La discusión de fondo se plantea ante la posibilidad de que el señor D sea enviado a su país de origen, donde no se administran los medicamentos y tratamientos antirretrovirales que necesita para mejorar sus condiciones y calidad de vida. La conclusión a la que llega la Corte Europea de Derechos Humanos es que, si se ejecuta la orden de envío o deportación se colocará al señor D en una situación cruel, inhumana o degradante, debido a la falta de medicamentos del Estado receptor lo cual genera un verdadero riesgo de muerte. La responsabilidad del Reino Unido en este caso, está condicionada a la expulsión que haría del señor D hacia un país que no ofrece el tratamiento que se requiere. Puede considerarse, entonces, mutatis mutandis, que la falta de tratamiento eficaz a una persona viviendo con VIH/SIDA, existiendo en la actualidad tales medicamentos y siendo éstos accesibles, genera una situación cruel, inhumana o degradante imputable al Estado como consecuencia de su omisión. Si el Estado adquiere y administra esos medicamentos impide que las personas viviendo con VIH/SIDA estén expuestas a la situación cruel, inhumana o degradante que genera la inmunodepresión hasta alcanzar la muerte, y junto a ello, todos los sufrimientos sicológicos y las limitaciones al desarrollo de la personalidad como consecuencia de la diseminación de la rutina social que tenían estas personas antes de conocer su seropositividad.

d. Violación al derecho a la salud (artículo XI de la Declaración Americana y artículo 10 del Protocolo de San Salvador) y violación a derechos sociales (artículo 26 de la Convención Americana)

86. El artículo XI de la Declaración Americana determina:

“[Toda] persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la comunidad.”
87. El artículo 10 del Protocolo de San Salvador señala:

“[Toda] persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.

Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados Partes se comprometen a reconocer la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho:

a) La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad;

b) La extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado;

c) La total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;

d) La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas y profesionales y de otra índole;

e) La educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de salud; y,

f) La satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables.”
88. El artículo 26 de la Convención Americana prescribe:

“[Los] Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reforma por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.”
89. El último artículo citado refiere inter alia a las normas económicas contenidas en la Carta de la Organización de Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. Dentro de tales normas se observa el artículo 31 cuyo literal i) expresa:

“[Los] Estados Miembros, a fin de acelerar su desarrollo económico y social de conformidad con sus propias modalidades y procedimientos, en el marco de los principios democráticos y de las instituciones del Sistema Interamericano, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos al logro de las siguientes metas básicas:

…

i) Defensa del potencial humano mediante la extensión y aplicación de los modernos conocimientos de la ciencia médica.”
90. Tanto la Declaración Americana como el Protocolo de San Salvador, y la Convención Americana por medio de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, señalan en conjunto el derecho a la salud y a gozar de la implementación de los modernos conocimientos de la ciencia médica para tal fin.

91. Este tipo de derechos también puede ser violentado por los Estados como consecuencia de acción y de omisión. Es mucho más frecuente que las violaciones a ellos ocurran por medio de la omisión, dado que desde la doctrina clásica se considera que estos derechos imponen obligaciones positivas a los Estados, que se materializan en la prestación de servicios.

92. El logro de los propósitos de garantizar el derecho a la salud, o de permitir el goce del más alto nivel de bienestar físico, mental y social, se pone en entredicho cuando frente a las personas viviendo con VIH/SIDA el Estado no procede a la adquisición y administración de los tratamientos y medicamentos antirretrovirales cuya efectividad en el fortalecimiento del sistema inmunológico, en la reducción de la carga viral del VIH, y en general en la mejora de las condiciones de salud y de calidad de vida (en los ámbitos fisiológicos, sicológicos y sociales) está comprobada.

93. La obligación jurídica inmediata que se desprende de la Declaración, del Protocolo de San Salvador, y de la Convención Americana a través de la Carta de la Organización de los Estados Americanos es una: que el Estado realice todos los actos y omisiones que sean necesarios para mejorar la salud, alcanzando el más elevado nivel de bienestar físico, mental y social, mediante la utilización de los modernos adelantos y descubrimientos de la ciencia médica. El Estado de El Salvador, por lo tanto, no puede excepcionar la no adquisición y administración de los tratamientos antirretrovirales a las personas viviendo con VIH/SIDA, mediante razones presupuestarias si previamente no ha intentado y realizado las modificaciones financieras razonables para procurar tal adquisición y administración.

94. Es evidente que la demostración de que ha intentado y realizado todo lo que estuviera a su alcance para adquirir y administrar los medicamentos y terapias antirretrovirales eficaces para las personas viviendo con VIH/SIDA, corresponde al Estado, y la carga de la prueba se le traslada para los efectos de la mencionada demostración. No nos corresponde como peticionarios demostrar que el Estado de El Salvador no ha realizado todo lo que podía. Sólo nos corresponde demostrar que no están administrando los medicamentos y tratamientos antirretrovirales a las personas viviendo con VIH/SIDA.

95. En ese sentido, alegamos la violación al artículo XI de la Declaración, 10 del Protocolo de San Salvador, y 26 de la Convención Americana a través del incumplimiento de la cláusula i) del artículo 31 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida en que por no adquirir y administrar los medicamentos y tratamiento antirretrovirales, cuya eficacia como adelanto de la ciencia médica está comprobada, se ha puesto en grave riesgo la salud de las personas viviendo con VIH/SIDA.

96. El Salvador no ha logrado la aplicación de los modernos conocimientos de la ciencia médica en cuanto a la atención de las personas viviendo con VIH/SIDA, irrespetando con su omisión la cláusula i) del artículo 31 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos reformada por el Protocolo de Buenos Aires, y por la misma razón ha incumplido el contenido normativo del artículo 26 de la Convención Americana, razón que lo vuelve responsable internacionalmente de la violación al derecho a la salud contemplado en la cláusula referida, y que también se encuentra en el artículo XI de la Declaración y en el artículo 10 del Protocolo de San Salvador.

e. Violación al derecho a no ser sometido a trataos discriminatorios o estigmatizantes: transgresión del principio de igualdad (artículo II de la Declaración Americana; artículo 24 de la Convención Americana).

97. El artículo II de la Declaración Americana señala:

“[Todas] las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.”
98. El artículo 24 de la Convención prescribe:

“[Todas] las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.”
99. Ya se ha reconocido que estos artículos consagran un principio esencial en las sociedades democráticas, como es el de no ser expuesto a tratos discriminatorios arbitrarios o negativos. No pretenden estos artículos la eliminación absoluta de cualquier tipo de discriminación, porque la denominada discriminación positiva en algunos casos se presenta como correctivo a situaciones de tratos estigmatizantes.

100. En ese sentido, lo que estos artículos recogen es la prohibición de que se establezcan tratos o conductas discriminatorias arbitrarias o negativas, que estigmaticen a las personas. Este tipo de discriminación ocurre respecto de categorías de personas. Además, tales discriminaciones se presentan como una violación al principio de igualdad. Sobre este punto, la Corte Interamericana ha dicho:

“[La] noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad. No es admisible crear diferencias de tratamiento entre seres humanos que no se correspondan con su única e idéntica naturaleza.

Sin embargo, por lo mismo que la igualdad y la no discriminación se desprenden de la idea de unidad y naturaleza de la persona, es preciso concluir que no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. … Existen, en efecto, ciertas desigualdades de hecho que legítimamente pueden traducirse en desigualdades de tratamiento jurídico, sin que tales situaciones contraríen la justicia. Por el contrario, pueden ser un vehículo para realizarla o para proteger a quienes aparezcan como jurídicamente más débiles. (…)

No habrá, pues, discriminación, si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente; es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas. De ahí que no pueda afirmarse que exista discriminación en toda diferencia de tratamiento del Estado frente al individuo, siempre que esa distinción parta de supuestos de hecho sustancialmente diferentes y que expresen de modo proporcionado una fundamentada conexión entre esas diferencias y los objetivos de la norma, los cuales no pueden apartarse de la justicia o de la razón; vale decir, no pueden perseguir fines arbitrarios, caprichosos, despóticos o que de alguna manera repugnen a la esencial unidad y dignidad de la naturaleza humana.”
101. Por lo expuesto, resulta repulsivo a la luz de los instrumentos del sistema interamericano el establecimiento de diferencias de trato discriminatorio o estigmatizante, que carezcan de un fin encausado con el logro de la justicia, o que persiga cualquier otra finalidad razonable dentro de una sociedad democrática.

102. Es del caso que los pacientes ingresados en el ISSS son tratados de manera discrimiantoria y estigmatizante, violentándose así las normas establecidas por el artículo II de la Declaración y el 24 de la Convención.

103. La experiencia de JORGE ODIR MIRANDA revela lo anterior así: Desde que JORGE ODIR MIRANDA estuvo ingresado y se conoció que era seropositivo y que estaba desarrollando el SIDA, se realizaron prácticas en el hospital de su internamiento que estaban orientadas a estigmatizarlo como persona viviendo con VIH/SIDA, y dichas prácticas, por tal razón, se convertían en un trato discriminatorio sin finalidad alguna para la atención y tratamiento médico, que no ocurría con ningún otro paciente, salvo con aquellos a los que se le había dictaminado la infección por VIH o de los que se sospechaba fuertemente que podían ser seropositivos.

104. Entre los tratos discriminatorios y estigmatizantes se encuentran:

a. Se colocaba al pie de la cama del paciente una bolsa de plástico colo rojo, en el cual se depositaban las ropas de cama y de pijama utilizados por el paciente. Respecto de otros pacientes internados que no  eran seropositivos para el VIH  no se colocaba esa bolsa, sino que sus ropas de cama y de pijama se recogían en conjunto, mezclándolas.

b. A la par de la cama se colocaba un pequeño recipiente de vidrio o de plástico conteniendo un líquido de color verde, en el que se dejaba un termómetro. Ese termómetro era utilizado sólo con ese paciente. Respecto del resto de pacientes internados no se colocaba dicho recipiente, ni se dejaba el termómetro.

c. Las vajillas utilizadas para la alimentación de los pacientes también dan muestras de tratos discriminatorios y estigmatizantes. Consta en los anexos de esta petición una fotocopia de un reportaje periodístico en el cual hay una fotografía de JORGE ODIR MIRANDA tomando agua de un vaso, en el ISSS. El vaso, como se puede observar, tiene una etiqueta adherida con tres equis adyacentes entre sí (“XXX”). En evidente que esta señal es utilizada para indicar que ese instrumento de vajilla pertenece a un paciente que está infectado por el VIH o que ha desarrollado el SIDA.

d. El tratamiento de enfermería era también discriminatorio. Las enfermeras y el personal de cuidos y atenciones se hacía advertencias de la seropositividad de un paciente, mediante pláticas al oído, y miradas dirigidas al rosto del paciente. Esta situación demuestra que efectivamente ha existido una práctica que estigamtiza a los pacientes por consecuencia de su situación clínica.

e. Asimismo, los doctores y médicos no respetan, por regla general, las normas mínimas de atención para las personas VIH/SIDA, pues la comunicación de la infección la han realizado directamente al paciente, estando éste en cama, sin terapia o consejería previa, y sin avisar a los familiares, y en algunas ocasiones estas indicaciones de viva voz al paciente han sido escuchadas por otros compañeros de habitación de los pacientes quienes rápidamente adoptan actitudes repulsivas.

105.  Sin duda una situación de esta naturaleza pone de manifiesto que se realiza una práctica de tratamiento discrimiantorio y estigmatizante para las personas viviendo con VIH/SIDA, que es tolerada, al menos, por el Estado de El Salvador, en contravención con las obligaciones internacionales que ha adoptado.

106. Esto implica que también el Estado de El Salvador ha violentado el artíuclo II de la Declaración Americana y el artículo 24 de la Convención.

f. Violación a los derechos mencionados contemplados en otras fuentes del derecho de los Derechos Humanos.

107. Se ha alegado violación al derecho a la vida, a la integridad personal (no ser expuesto a situaciones o tratos crueles, inhumanos o degradantes) y a la salud, respecto de instrumentos integrantes del sistema interamericano de Derechos Humanos. Sin embargo, como se ha señalado por Ferrajoli,
 los Derechos Humanos constituyen el totus orbis de la comunidad internacional, de tal suerte que se produce una coincidencia entre el contenido de los sistemas regionales con el universal.

108. Lo anterior produce como consecuencia jurídica, que la alegación de la violación de un derecho reconocido en un instrumento regional sea, en principio, una violación al reconocimiento del mismo derecho realizado por instrumentos universales.

109. Por lo anterior, es válido que las alegaciones de violaciones hechas respecto de la Declaración Americana, la Convención Americana y el Protocolo de San Salvador sean extendidas a sus pares del sistema universal. 

110. Así, respecto de la violación al derecho a la vida, las alegaciones realizadas implican también la imputación de violación al artículo 3 de la Declaración Universal, como al artículo 6 del Pacto Internacional.

111. Respecto de la violación al derecho a la integridad personal, en tanto derecho a no ser expuesto o mantenerse en situaciones o tratos crueles, inhumanos o degradantes, las alegaciones realizadas implican también la imputación de violación al artículo 5 de la Declaración Universal, como al artículo 7 del Pacto Internacional.

112. Asimismo, respecto de la violación al derecho a la salud, las alegaciones realizadas implican también la imputación de violación al artículo 25.1 de la Declaración Universal, como al artículo 12 del Pacto Internacional ECOSOC.

113. Finalmente, respecto de la violación al derecho a la no discrimianción y trato estigmatizante, contenido en el artículo II de la Declaración Americana y en el artículo 24 de la Convención, corresponde señalar la imputación de la violación al artículo 7 de la Declaración Universal, como al artículo 26 del Pacto Internacional.

Consideraciones sobre el agotamiento de los recursos que ofrece la jurisdicción interna del Estado de El Salvador y otros aspectos sobre la admisibilidad de este caso por parte de la Comisión Interamericana.

114. Como se indicó en el párrafo 9 de esta petición, el pasado 28 de abril de 1999 JORGE ODIR MIRANDA presentó una demanda de amparo ante la Sala de lo Constitucional, en la que demandó a la dirección ejecutiva del ISSS por violación a varios derechos establecidos por la Constitución y por los instrumentos internacionales de derechos humanos.

115. El artículo 25.1 de la Convención señala:

“[Toda] persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.”
116. Este artículo se corresponde por identidad con lo expresado en el artículo XVIII de la Declaración Americana, en el artículo 8 de la Declaración Universal, y en el artículo 2.3 del Pacto Internacional.

117. Interpretando el artículo 25.1 de la Convención, la Ilustrada Corte Interamericana ha indicado:

“[El] texto citado —refiriéndose al artículo 25.1 del Pacto de San José— es una disposición de carácter general que recoge la institución procesal del amparo, entendido como el procedimiento judicial sencillo y breve que tiene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las constituciones y leyes de los Estados Partes y por la Convención.”
118. Y luego de reiterar lo anterior, la Corte ha añadido:

“[Establece] este artículo —el 25.1 de la Convención— igualmente, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas sometidas a su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí consagrada se aplica no sólo respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquellos que estén reconocidos por la Constitución o por la ley.”
119. Con todo lo anterior se concluye que el proceso de amparo es el recurso ideal a agotar cuando se establece una violación a derechos humanos establecido por la Constitución o por la ley o por la Convención, o por  todos juntos.

120. Pero el recurso de amparo debe circunscribirse a las características de rapidez, sencillez y eficacia. La rapidez implica que la resolución del mismo sea mediante un procedimiento sumario, es decir, que no puede ser compatible con la idea de protección de derechos humanos un recurso de amparo que sea inoportuno y lento. La sencillez supone que los procedimientos por agotar no estén revestidos ni de formalidades absurdas o excesivas, y que además, el modelo procesal legal del amparo permita una tramitación sin complicaciones o trabas innecesarias. Finalmente la eficacia significa que la sentencia que se emita sea cumplida a cabalidad.

121. La demanda de amparo, se indicó anteriormente (supra párrafos 9 y 114) fue presentadas el 28 de abril de 1999. Hasta el día de hoy (24 de enero de 2000) no se cuenta con una sentencia definitiva que resuelva la situación requerida. Han transcurrido casi 9 meses desde su presentación y no ha sido resuelto. Evidentemente, el tratamiento observado en el procedimiento de amparo presentado por JORGE ODIR MIRANDA no se adecua al requerimiento de rapidez o celeridad con el que debe ser tramitado.

122. La conducta mostrada por la Sala de lo Constitucional se aleja, absolutamente, de la conducta debida de conformidad con la Convención Americana, toda vez que el impulso procesal se ha logrado mediante marchas y presiones, y no por la voluntad del Estado. Así, con fecha 7 de junio de 1999, la Asociación Atlacatl VIH/SIDA publicó un campo pagado en La Prensa Gráfica (un periódico de amplia circulación nacional) en el que se dijo:

“[desde] que la demanda se presentó no se ha pronunciado ningún tipo de resolución sobre la admisión de la misma, y por lo tanto, el proceso de amparo solicitado no ha podido tramitarse, ni abrirse a pruebas, ni mucho menos sentenciarse. Pero desde esa misma fecha hasta hoy, siete miembros de nuestra Asociación, y muchos más que no podemos contabilizar, han muerto como consecuencia del SIDA y la falta de los medicamentos que forman la triple terapia. Muchos miles de salvadoreños y salvadoreñas seguirán muriendo por la misma causa por cada día de retraso de la justicia constitucional.

…

[los] instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos establecen la obligación para los Estados de contar con un procedimiento RAPIDO, SENCILLO Y EFICAZ que permita la protección, sin discriminación, de los Derechos de todas las personas sujetas a su jurisdicción.

…

De conformidad con lo anterior, SOLICITAMOS:

…

A la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, convencerse, por razones de humanidad y justicia, de la celeridad especial que debe tener este caso, admitir la demanda presentada, y resolverlo con prontitud.”
123. Con fecha 10 de junio de 1999, la Asociación Atlacatl realizó una protesta frente a la sede de la Corte Suprema de Justicia, reclamando la admisión de la demanda y su pronta resolución. De conformidad con la noticia cubierta por La Prensa Gráfica en su edición del 11 de junio de 1999, se pude leer lo siguiente:

“[El] director del Grupo Atlacatl VIH/SIDA, Odir Miranda, demandó, el pasado 28 de abril, al Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS), bajo el argumento que en dicha dependencia estatal habría sido víctima de la presunta violación al derecho a la vida, al no recibir los medicamentos necesarios para paliar la enfermedad.

Además, en la misma demanda, Miranda se queja también de la supuesta violación a la salud, y de recibir tratos discriminatorios en dicho instituto.

¿Qué dice la Corte?

El secretario de la Sala Judicial, donde se estudia la admisión o no del recurso en cuestión, José Alberto Ortiz, declaró que dicho procedimiento todavía se encuentra en análisis, pero adelantó que para la próxima semana podría haber una respuesta al respecto.

Ortiz reconoció que el estudio para admitir o no el recurso se excedió un poco del tiempo normal para dicho trámite, pero aclaró que debido a que se trata de un caso fuera de lo común, el análisis de los magistrados tardó un poco más de lo usual.”
124. Y efectivamente, como lo indicó el Secretario de la Sala de lo Constitucional, en la semana siguiente se obtuvo una resolución, notificada el 15 de junio de 1999, en la cual se admite la demanda presentada por JORGE ODIR MIRANDA. Entonces, la parte procesal conoció la admisión de la demanda —y el proceso se impulsó— a partir del 15 de junio de 1999, es decir, 6 semanas después de presentada la demanda se resolvió simplemente admitirla e iniciar el trámite legal. Desde aquí se puede considerar que el retraso injustificado en la admisión de la demanda excepcionaba el agotamiento de los recursos internos.

125. Es curioso y llama mucho la atención que la resolución notificada está fechada 7 de mayo de 1999, es decir, prácticamente con 1 semana de retraso a partir de la fecha de presentación de la misma. De conformidad con los hechos relacionados en los párrafos 122 y 123 de esta petición en la fecha 7 de mayo no existía resolución de admisión, lo cual fue establecido públicamente por el mismo Secretario de la Sala de lo Constitucional (supra párrafo 123), así que todo esto permite considerar que la Sala de lo Constitucional ha actuado de mala fe con el demandante haciéndole creer que la resolución de los Magistrados firmantes se adoptó ipso facto a la presentación de la demanda, cuando la realidad es que tardaron más de 6 semanas para hacerlo. Si la entidad llamada a tramitar el proceso de amparo actúa de mala fe con el demandante, no puede creerse que el proceso se tramite en condiciones adecuadas. Esta conducta deja mucho que desear en cuanto a la actitud frente a la protección de los Derechos Humanos, y en especial cuando uno de los derechos que se alega es el derecho a la vida.

126. Es razonable suponer que la presión pública originada por la demanda y la cobertura periodística motivó a la Sala de lo Constitucional a admitir la demanda. Y no le importó acelerar el proceso, pues mantuvo la misma conducta de falta de rapidez en la tramitación del recurso. Con fecha 21 de septiembre de 1999, la Asociación Atlacatl realizó una nueva marcha frente a las instalaciones de la Corte Suprema de Justicia para demandar celeridad en la resolución del caso.

127. En noticia publicada por La Prensa Gráfica en su edición del 22 de septiembre de 1999, se puede leer lo siguiente:

“[Ayer], un grupo de portadores del virus del SIDA se concentró en las afueras del edificio de la Corte para exigir un pronto fallo de un recurso de amparo que promovieron en abril pasado.

La tristeza embargó a Cecilia —hermana de JORGE ODIR MIRANDA— cuando se despidió de Tenorio —quien es el Presidente de la Sala de lo Constitucional, Presidente de la Corte Suprema de Justicia y Presidente del Órgano Judicial—, tras una corta conversación. El funcionario se comprometió a agilizar la demanda.

…

Los demandantes promovieron el recurso de amparo contra el Instituto Salvadoreño del Seguro Social por el tratamiento médico farmacológico que les ofrece a los pacientes que han desarrollado el síndrome de inmuno deficiencia.

Según los enfermos, en la actualidad existe nuevos tratamientos que se pueden administrar a los pacientes infectados para que puedan tener una vida normal.

El tratamiento se conoce como  triple terapia o terapia antirretroviral triasociada y consiste en la combinación de tres medicamentos que atacan las enzimas del VIH. Al producir ese efecto, inhiben la reproducción del virus.

…

De acuerdo a lo manifestado por Odir Miranda, desde que presentaron el amparo hasta la fecha han fallecido 15 personas enfermos de SIDA.”
128. Curiosamente, al momento de realizar esa marcha, se esperaba en la Sala de lo Constitucional a JORGE ODIR MIRANDA con una resolución de mero trámite, la cual le fue notificada el propio 21 de septiembre de 1999.

129. Es de hacer notar que hasta el momento se ha notificado al demandante la apertura a pruebas en el procedimiento de amparo, y que desde que se notificó el 8 de octubre de 1999 al Gobierno de El Salvador la presentación de la petición que hizo Richard Stern, la Sala de lo Constitucional ha tramitado el expediente de amparo con mayor celeridad, pero aun este comportamiento no se ajusta a los requerimientos de un proceso rápido.

130. Ahora bien, no sólo la práctica de la Sala de lo Constitucional en este caso es contraria a la Convención Americana, sino que el diseño legal del procedimiento de amparo impide que éste sea un procedimiento sencillo y eficaz.

131. Para el caso, de conformidad con la Ley de Procedimientos Constitucionales, que rige el trámite en el proceso de amparo, la acción de amparo sólo sería admisible si se han agotado todas las vías ordinarias y previas, es decir, que el proceso de amparo se concibe como un procedimiento extraordinario. La exigencia de que tal proceso sea sencillo y eficaz implica que sea un procedimiento de acceso ordinario, que no esté sujeto a prerrequisitos que pudieran hacerlo inviable. Así, el artículo 12 de la ley citada señala:

“[La] acción de amparo únicamente podrá incoarse cuando el acto contra el que se reclama no puede subsanarse dentro del respectivo procedimiento mediante otros recursos.”
132. Y el incumplimiento de lo prescrito por el texto citado genera el sobreseimiento del proceso, según el artículo 31 de la ley referida. Esa disposición indica:

“[El] juicio de amparo terminará por sobreseimiento en los casos siguientes:

…

3) Por advertir el tribunal que la demanda se admitió en contravención con los artículos 12, 13 y 14 siempre que no se trate de un error de derecho.”
133. Además, de conformidad con el diseño legal del proceso de amparo a las partes e intervinientes no se les da audiencia común, sino que se les confieren traslados. En la legislación salvadoreña, el traslado es individual para cada parte, mientras que las audiencias comunes se confieren de manera general para todos ellos. Este modelo hace difícil la tramitación del amparo, no ajustándolo a la característica de sencillez. Junto a ello hay que señalar que la demanda implica el acto inicial del procedimiento al cual sigue la resolución de admisión. Admitida la demanda se pide un informe a la autoridad demandada que debe ser rendido en las próximas 24 horas, recibido el informe o transcurrido el tiempo se corre traslado al delegado del Fiscal General de la República adscrito en la Corte Suprema de Justicia. Luego se pide nuevo informe a la autoridad demandada en el que se solicita que sea explícita y detallada en las razones que considera que obren a su favor, después se confiere un nuevo traslado al Fiscal General de la República, y después se corre un traslado al demandante para que alegue lo que considere conveniente. Finalizados estos procedimientos se abre el juicio a pruebas por 8 días, pero la tramitación de la prueba se realiza de conformidad con el Código de Procedimientos Civiles, aprobado a mediados del siglo XIX, bajo criterios de riguroso formalismo. Después del período de prueba, se abre la fase de alegato de buena prueba, en el que se corre traslado, nuevamente, al delegado del Fiscal General de la República, al demandante y al demandado, y después el caso queda listo para dictar sentencia. (Artículos 19 al 32 de la Ley de Procedimientos Constitucionales).

134. Como es fácil de observar, el procedimiento de amparo está diseñado con una serie de etapas innecesarias, repetitivas o inútiles, lo cual anula la sencillez que exige el artículo 25.1 de la Convención Americana, lo cual pone de manifiesto que no existe un diseño legal que garantice un debido proceso en la defensa de los Derechos Humanos, pues el debido proceso requiere una tramitación en un plazo razonable, de conformidad con el artículo 8.1 de la Convención Americana.

135. Lo anterior permite concluir: primero, que no existe en el Estado de El Salvador el diseño legal de un debido proceso para la protección de los derechos humanos, que garantice que tal procedimiento sea desarrollado dentro de un plazo razonable, pues el mencionado diseño establece etapas y procedimientos inútiles y objetivamente innecesarios para los fines de protección de Derechos Humanos. Segundo, el caso concreto de la tramitación del proceso de amparo iniciado el 28 de abril de 1999 por JORGE ODIR MIRANDA no se ajusta al requerimiento de rapidez que señala el artículo 25.1 de la Convención Americana, lo que se traduce que hasta la fecha, el demandante MIRANDA no ha podido recibir una sentencia que establezca si existe o no la violación alegada, por lo que hay un retardo injustificado en la tramitación del mencionado recurso.

136. El artículo 46 del Pacto de San José señala que:

“[para] que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 o 45 sea admitida por la Comisión, se requerirá:

a) que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;

b) que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva;

c) que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, y

d) que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de la entidad que somete la petición.

Las disposiciones de los incisos 1.a) y 1.b) del presente artículo no se aplicarán cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.”
137. Por las consideraciones realizada en los párrafos que anteceden, y especialmente por la valoración contenida en el párrafo 135, se afirma que estamos ante las excepciones al agotamiento de los recursos internos que señalan los artículos 46.2.a y 46.2.c de la Convención Americana, lo cual habilita el conocimiento del caso.

138. La presentación dentro del plazo de seis meses se encuentra excepcionada en virtud de lo expresado en el artículos 46.2 de la Convención (supra párrafos 135, 136 y 137).

139. La materia de la petición no está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional. Es cierto que con fecha 25 de septiembre de 1999 Richard Stern envió una petición de este caso, pero el artículo 40.2 del Reglamento de la Comisión indica:

“[Cuando] dos peticiones versen sobre los mismos hechos y personas, serán reunidas y tramitadas en un mismo expediente.”
140. Además, en esta oportunidad, a diferencia de lo acontecido en la petición del 25 de septiembre de 1999, los peticionarios son la propia víctima y su asesor jurídico. Quien también está expresamente autorizado por la víctima mediante un poder o mandato extendido ante los oficios del Notario Abraham Atilio Ábrego Hasbún, el cual consta en original dentro de los anexos de este escrito.

Consideraciones sobre la aplicación de medidas cautelares o la solicitud de medidas provisionales.
141. La petición presentada por Richard Stern hacía alusión a la solicitud de medidas cautelares. En esta oportunidad reiteramos tal solicitud debido a que existe un grave peligro de daño irreparable para la víctima. La víctima puede y debe realizar testimonios en este caso, y si su muerte ocurre, los mismos no podrán acontecer. Asimismo, la muerte de la víctima puede prevenirse si se adoptaran medidas cautelares adecuadas o se solicitaran, para asegurar su cumplimiento, medidas provisionales a la Corte Interamericana.

142. La potestad para emitir medidas cautelares está regulada por el artículo 29 del Reglamento de la Comisión; y la solicitud de medidas provisionales por el artículo 63.2 de la Convención, el artículo 76 del Reglamento de la Comisión y en el artículo 19.c del Estatuto de la Comisión, y sus correspondientes normas en los instrumentos de la Corte Interamericana, como el artículo 25 del Reglamento de la Corte. Todos los requisitos que se exigen ocurren en esta situación.

143. La demanda de Richard Stern hace alusión a 36 personas más. Por nota enviada el pasado 7 de enero de 2000, Stern informaba de la muerte de 10 personas de las 36 originalmente indicadas como víctimas. Estas 26 personas que aún están vivas pueden morir de manera repentina, y sus testimonios como víctimas o testigos pueden no ser nunca escuchados por la Comisión o por la Corte, razón que justifica que los beneficios de las medidas cautelares o provisionales que se soliciten se extiendan hacia ellos.

144. Las medidas cautelares o provisionales deben consistir en que el gobierno del Estado de El Salvador administre los tratamientos y medicamentos antirretrovirales que sean necesarios para evitar la muerte de las personas mencionadas, así como las atenciones hospitalarias y farmacológicas y nutricionales para garantizar un beneficio en la salud, fortalecer el sistema inmunológico de ellos, impedir el desarrollo de enfermedades o infecciones oportunistas, y prevenir la inminente muerte a la que están expuestos como consecuencia de la situación de  inmunodepresión.

Petitorio.
145. Por todo lo expuesto, a la Comisión Interamericana se pide:

a) Emitir resolución de admisión de la presente petición;

b) Tramitar esta petición de conformidad con el procedimiento que establece la Convención Americana, así como el Estatuto de la Comisión y el Reglamento de la Comisión;

c) Ordenar las medidas cautelares señaladas en el párrafo 144 de este escrito o solicitar las medidas provisionales pertinentes a la Corte Interamericana;

d) Emitir informe de acuerdo con el artículo 50 de la Convención Americana en el que se establezca que el Estado de El Salvador ha violentado en perjuicio de la víctima: el contenido de los artículos I, II, XI y XVIII de la Declaración Americana, el contenido de los artículos 3, 5, 25.1, 7 y 8 de la Declaración Universal, el contenido de los artículos 1.1, 2. 4.1, 5.1, 5.2, 24, 26 y 25.1 de la Convención Americana, el contenido del artículo 2.1, 2.2, 6.1, 7, 26 y 2.3 del Pacto Internacional, el contenido del artículo 10 del Protocolo de San Salvador, y el contenido del artículo 12 del Pacto Internacional ECOSOC. En el mismo informe se deberán establecer las recomendaciones que la Comisión Interamericana considere oportunas, pero en las que no debería faltar: 

1. Adquirir,  por cualquier medio lícito, mediante la modificación de aspectos presupuestarios y financieros nacional, e incluso apelando a la solidaridad y cooperación internacional y a los principios de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas y de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, los tratamientos y medicamentos antirretrovirales que integran la triple terapia, y administrarlos de conformidad con los requerimientos médicos de cada paciente dentro del marco general de los protocolos médicos normalmente aceptados; 

2. Aprobar una Ley SIDA que establezca un marco jurídico positivo mínimo de derechos humanos de las personas viviendo con VIH/SIDA dentro de la que se establezca la obligación a cargo del Estado de prestar los tratamientos y medicamentos antirretrovirales; 

3. Ordenar una justa indemnización compensatoria en beneficio de JORGE ODIR MIRANDA y sus familiares, así como respecto de las otras 36 víctimas o sus familiares; 

4. Ordenar como una forma de reparación no pecuniaria, la modificación integral de las prácticas y atenciones hospitalarias, médicas y de enfermería, respecto de las personas VIH/SIDA, y que tales prácticas y atenciones se ajusten a principios de atención adecuada y humanitaria, sin discriminación y estigmatizaciones.

5. Ordenar como una forma de reparación no pecuniaria, que el Estado de El Salvador implemente campañas permanentes y efectivas de prevención de la infección por VIH y del desarrollo del SIDA a toda la población, adecuando la modalidad de las campañas de conformidad con las características de los receptores de los mensajes de prevención (niños, adultos, hombres, mujeres, etc.), que permita, entre otras finalidades, la promoción sobre el uso del condón y la transformación de las conductas sexuales proclives a o que facilitan la infección por VIH.

6. Ordenar como una forma de reparación no pecuniaria, la modificación integral de la Ley de Procedimientos Constitucionales con el fin de adecuar los procedimientos ahí establecidos a los parámetros y estándares de rapidez, sencillez y eficacia que se imponen a los mismos a partir del artículo 25.1 de la Convención y de los principios de Derecho Internacional; 

7. Ordenar que el Estado de El Salvador reconozca a JORGE ODIR MIRANDA y a las restantes víctimas o sus familiares, los gastos ocasionados por la tramitación de los recursos internos y ante la Comisión Interamericana.

e) Si dentro del plazo indicado en el artículo 51.1 de la Convención el Estado de El Salvador no cumple las recomendaciones realizadas, que se someta el presente caso a la Corte Interamericana, alegando las violaciones a los artículos 1.1, 2, 4.1, 5.1, 5.2 y 25.1 de la Convención Americana, así como la violación al artículo 26 de la misma Convención en relación con la cláusula i) del artículo 31 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, para que la máxima autoridad judicial del sistema interamericano deduzca la responsabilidad internacional de El Salvador por las violaciones aludidas y se ordenen los puntos señalados en el literal que antecede.

f) Recibir y admitir los anexos que acompañan a la presente petición.

g) Notificarnos de todos los actos procesales que se realicen en la tramitación de esta petición por la vía del fax con atención a CARLOS RAFAEL URQUILLA BONILLA al número (503) 225 – 2504 o mediante correo ordinario a la dirección siguiente: 25 calle poniente # 1332, San Salvador, El Salvador.

146. San Salvador, a los veinticuatro días del mes de enero de dos mil.


JORGE ODIR MIRANDA


CARLOS RAFAEL URQUILLA BONILLA










� Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano. AA.VV. 1ª edición, 1995. pgs. 176-180. (Artículo de Rodolfo Piza Escalante, “Legitimación Democrática en la Nueva Justicia Constitucional de Costa Rica”)





� Vargas y Castrillo, en su trabajo de investigación para la Facultad de Medicina de la Universidad de Costa Rica lo resumen del siguiente modo: 





“[L]lamado el gran invasor del sistema inmune: el virus que causa la enfermedad conocida como Síndrome de Inmunodeficiencia Humana no puede reproducirse por sí mismo, como un parásito, este virus se introduce dentro de las células del sistema inmune especialmente en los linfocitos CD4; de esta manera el virus de Inmunodeficiencia humana utiliza estas células como pequeñas fábricas para producir nuevos virus. Se estima que cada día más de un billón de nuevas partículas virales son creadas en un individuo portador del virus.





Las partículas del VIH se unen a un receptor en la superficie del linfocito CD4. El material genético es entonces inyectado dentro del citoplasma de la célula. Luego éste, que está en forma de ARN, es transcrito a ADN por una enzima del virus denominada transcriptasa inversa.





El ADN del virus es integrado al material genético de la célula huésped y transcripto nuevamente a ARN. Esto puede realizarse rápidamente o ser seguido de un período de latencia. El ARN es traducido (convertido) en una larga cadena de proteínas y enzimas.





La enzima proteasa corta la larga cadena de proteínas para facilitar el ensamblaje de las nuevas partículas virales. Los virus de inmunodeficiencias humana, ya completos, salen de la célula para infectar otras células.” 





Evaluación del Tratamiento con Medicamentos Antirretrovirales y su Relación con la Calidad de Vida, en Personas con VIH/SIDA. Maricel Vargas Leitón y Luis F. Castrillo Alfaro. Investigación para optar al título de Maestría en Salud Pública, Mención Gerencia en Salud. Universidad de Costa Rica, diciembre de 1998. Pgs. 25 y 26.





� Ibid. Pgs. 97 et. seq.





� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. Párr. 164. Corte IDH. Caso Godínez Cruz. Sentencia del 20 de enero de 1989. Serie C No. 5. Párr. 173





� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia del 29 de julio de 1988. Serie C No. 4. Párrs. 173, 174 y 175. Corte IDH. Caso Godínez Cruz. Sentencia del 20 de enero de 1989. Serie C No. 5. Párrs. 183, 184 y 185.





� Puig I Ferrol, Luigi; et al. Manual de Derecho Civil. Tomo II. Marcial Pons editores. Madrid 1996. Pág. 78





� Declaración y Programa de Acción de Viena. Aprobada por la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, el 25 de junio de 1993.





� Vid. párrafo 45 de este escrito, y la jurisprudencia ahí citada indicada en la nota número 5.





� Sobre este punto, la Corte Interamericana ha manifestado que “[La] circunstancia de que la Declaración no sea un tratado no lleva, entonces, a la conclusión de que carezca de efectos jurídicos...” (el resaltado es agregado). Corte IDH. Interpretación  de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC – 10/89 del 14 de julio de 1989. Serie A No. 10. Párr. 47.





� Una impresión de esa declaración obtenida del website del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos se presenta en los anexos de la petición.





� La resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas, indicada bajo la referencia A/RES/48/121 adoptada el 20 de diciembre de 1993, a propósito de las Declaración y Programa de Acción de Viena, señala: “[The] General Assembly, … Bearing in mind the recommendation of the Conference that the General Assembly, the Commission on Human Rights and other organs and bodies of the United Nations system related to human rights consider ways and means for the full implementation, without delay, of the recommendations contained in the Vienna Declaration and Programme of Action, … Endorses the Vienna Declaration and Programme of Action, adopted by the Conference on 25 June 1993;”





� Vid. Abramovich, Víctor y Courtis, Christian. Hacia la exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales. En AA.VV. La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales. Centro de Estudios Legales y Sociales. Editores del Puerto. Buenos Aires, 1997. Pág. 286. El mismo artículo se encuentra reproducido en Contextos. Revista Crítica de Derecho Social. Número 1. Editores del Puerto, Buenos Aires, 1997.





� La sentencia en comento transcribe fragmentos de la resolución del 25 de enero de 1996, en la que se lee: “…While we are saddened to learn of Mr. D[…]’s medical circumstances we do not accept, in line with Departmental Policy, that it is right generally or in the individual circumstances of this case, to allow an AIDS sufferer to remain here exceptionally when, as here, treatment in this country is carried out at public expense, under the National Health Service.”





� Eur. Court H.R., D. v. United Kingdom case. Judgment of 2 May 1997. Versión obtenida de la publicación electrónica de la Corte Europea de Derechos Humanos.





� Corte IDH. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica relacionada con la naturalización. Opinión Consultiva OC – 4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4. Párrs. 55, 56 y 57.





� Cfr. Ferrajoli, Luigi. Derechos y garantías. La ley del más débil. Editorial Trotta, Madrid, 1999. Págs. 152 y 153. El autor señala: “[el] modelo garantista del Estado constitucional de derecho como sistema jerarquizado de normas que condiciona la validez de las normas inferiores por la coherencia con normas superiores, y con principios axiológicos establecidas en ellas, tiene valor para cualquier clase de ordenamiento. Así pues, la crisis de los Estados puede ser superada en sentido progresivo tan sólo admitiendo su decadencia cada vez mayor y reconduciendo (también) en el ámbito internacional los aspectos tradicionalmente estatales del constitucionalismo: no sólo en la enunciación de principios, tal como ya ha sucedido con la Carta de la ONU y con las Declaraciones y las Convenciones sobre derechos, sino también en sus concretas garantías.





En esta perspectiva, por una ironía de la historia, adquieren una actualidad singular muchas indicaciones de Francisco de Vitoria … que hoy pueden ser descargadas de su dimensión utópica, así como de su originario carácter asimétrico, y que pueden quedar conectadas con garantías efectivas de derecho positivo.





La primera indicación es la hipótesis del totus orbis —de la humanidad como punto de referencia unificador en lugar de los viejos Estados— que hoy puede realizarse a través de la elaboración de un constitucionalismo mundial capaz de atribuir a las diferentes cartas de derechos fundamentales, de las que dispone ya la comunidad internacional, aquellas garantías jurídicas cuya ausencia genera inefectividad. Si se desea que esas cartas sean tomadas en serio como  normas y no como declaraciones teóricas, es necesario que esta ausencia de garantías sea reconocida por la cultura política y jurídica como una laguna que debe ser resuelta obligatoriamente por la ONU, y por tanto por los Estados que a ella se adhieren. No pienso en absoluto en un improbable y no deseable gobierno mundial. Sino, de forma mucho más simple, en la perspectiva de una efectiva limitación de la soberanía de los Estados mediante el establecimiento de garantías jurisdiccionales contra las violaciones de la paz en el exterior y de los derechos humanos en el interior, avanzada por Kelsen hace exactamente cincuenta años en su libro La paz por medio del derecho.” (las cursivas están en el original)





� Corte IDH. El habeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC – 8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8. Párr. 32





� Corte IDH. Garantías judiciales en estados de emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC – 9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9. Párr. 23





� Ver anexos.





� Ver anexos.





� Ver anexos.





� Ver anexos.





� Cfr. artículo 39.2 del Reglamento de la Comisión.






























































































































































Anexos.








Fotocopias del seguimiento periodístico y judicial de la tramitación del proceso de amparo número 348 – 99 presentado por JORGE ODIR MIRANDA contra el Instituto Salvadoreño del Seguro Social, en el que se encuentran la demanda de amparo presentada y sus anexos, las resoluciones pronunciadas por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, y noticias periodísticas referentes a la situación de tramitación del proceso de amparo.


Impresión del punto A/RES/48/121 del 20 de diciembre de 1993, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas, en el que se adoptó la Declaración y Programa de Acción de Viena, tomado del website de Nnaciones Unidas.


Impresión del punto A/RES/48/140 del 20 de diciembre de 1993, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas, en el que se realizaron algunas consideraciones sobre los Derechos Humanos y el progreso científico y tecnológico, tomado del website de Naciones Unidas.


Impresión de la resolución 3384 (XXX) del 10 de noviembre de 1975, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, que contiene la Declaración sobre la Utilización del Progreso Científico y Tecnológico en Interés de la Paz y en Beneficio de la Humanidad, tomada del website del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.


Impresión de la resolución 1999/49 de la Comisión de Derechos Humanos, adoptado en su 56ª sesión, que se enmarca dentro de la protección de los derechos humanos de las personas infectadas con el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) y con el síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA), tomada del website del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.


Fotocopia de la Ley de Procedimientos Constitucionales
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